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PRINCIPALES ABREVIATURAS

CI2E


:   
Centro Integrado de Inteligencia Electoral

CNE

 
:
Consejo Nacional Electoral

CP


:
Constitución Política

DECO


:
Departamento para la Cooperación y Observación Electoral
Defensoría

:
Defensoría del Pueblo

ELN


:
Ejército de Liberación Nacional

FARC


:
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia

MAPP – OEA           :
Misión de Apoyo al Proceso de Paz de la Organización de los Estados Americanos 

MOE – Colombia
:
Misión de Observación Electoral local

Misión


:
Misión de Observación Electoral de la OEA

OEA


:
Organización de los Estados Americanos

Procuraduría

:
Procuraduría General de la Nación

Registraduría

:
Registraduría Nacional del Estado Civil


CAPÍTULO I. INTRODUCCIÓN

En mayo de 2007, el gobierno de Colombia se dirigió a la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos (OEA) con el propósito de solicitar el despliegue de una misión de observación electoral (“Misión”) para las elecciones locales del 28 de octubre de ese mismo año.  

A través del Departamento para la Cooperación y Observación Electoral (DECO) de la Secretaría de Asuntos Políticos (SAP), la Organización desplazó 125 observadores internacionales para apoyar el proceso. La presencia de la Misión se extendió durante seis semanas, desde el 2 de octubre hasta el 15 de noviembre, e incluyó la observación de la etapa pre-electoral, el día de las elecciones y la etapa post-electoral.

El despliegue, desarrollo y éxito de la Misión de la OEA fueron posibles gracias a la colaboración de todas las autoridades colombianas, así como al apoyo económico y logístico de los gobiernos de Argentina, Brasil, Canadá, España, Estados Unidos, Japón, Noruega, Países Bajos, Suecia y Suiza.

A. Antecedentes de la observación electoral de la OEA en Colombia

Durante la última década, la OEA desplazó tres misiones de observación electoral a Colombia: para las elecciones locales de 1997, las elecciones legislativas y presidenciales de 2002 y las elecciones presidenciales de 2006. Adicionalmente, en 1994, una pequeña comitiva de carácter simbólico fue enviada a presenciar la segunda vuelta de las elecciones presidenciales.

En 1997, las elecciones locales estaban amenazadas por la acción de los grupos armados ilegales. Los asesinatos y los secuestros de candidatos y sus familiares, así como la intimidación constante a la población llevaron a que alrededor de 10 por ciento de los candidatos renunciaran a sus postulaciones. Por eso, el Estado colombiano solicitó la observación electoral para desanimar la perpetración de actos violentos en contra del proceso electoral y lograr el descrédito internacional de quienes se atrevieran a perpetrarlos. 

En 2002, la solicitud del Estado fue más amplia. La Misión que observó tanto de las elecciones legislativas como las presidenciales, cubrió temas como la debilidad de los partidos políticos y la necesidad de reforma del sistema de partidos, las fortalezas y los vacíos de la legislación electoral, la propiedad y el grado de independencia de los medios de comunicación, la conducción de las campañas políticas, la participación de compañías privadas en procedimientos electorales, la situación de orden público, el análisis de las denuncias y las presuntas irregularidades y su investigación.  

Durante el proceso electoral del 2006 varios de los candidatos presidenciales fueron amenazados o habían sido objeto de atentados. Para responder, la organización envió un grupo de observadores a cada una de las campañas electorales con el propósito de acompañar a los candidatos en sus actos. Se pretendía así dar una muestra visible del respaldo del continente a la democracia colombiana.

B. Los desafíos de las elecciones locales de octubre de 2007

A su arribo al país, la Misión de la OEA encontró una compleja situación electoral, política y de seguridad que podría haber afectado el buen desarrollo del proceso electoral. 

1. El reto electoral

Para llenar 18,528 cargos (32 Gobernadores, 1,099 Alcaldes, 418 Diputados, 12,030 Concejales y 4,949 miembros de Juntas Administradoras Locales) se inscribieron 86,449 candidatos. Está claro que tal número de cargos y candidatos representa un enorme desafío a nivel organizativo para cualquier autoridad electoral. En Colombia, los accidentes geográficos –tres cordilleras y extensas áreas de selva– y la presencia de grupos armados ilegales, se conjugan para dificultar aún más la organización de elecciones.

2. El reto de seguridad

Numerosos estudios académicos han documentado un aumento de la violencia durante los ciclos electorales.  Esto se explica tanto por la necesidad de los actores armados ilegales, los carteles de la droga e incluso la delincuencia común de controlar a la clase política, como por la posibilidad que se les presenta de manejar los presupuestos locales. Se trata, por un lado, de conseguir la elección popular de autoridades que den la espalda a la comisión de actos delictivos y, por otro lado, de despojar a las entidades territoriales de los sustanciales recursos que les transfiere el Gobierno central.  En diversos momentos, las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), el Ejército de Liberación Nacional (ELN), los grupos paramilitares, los narcotraficantes y otros delincuentes han actuado con esta lógica.

Distintos actores relevantes expresaron preocupación de que los grupos armados ilegales interfirieran con la normal organización de las elecciones. A la fecha del despliegue de la Misión, la Policía Nacional reportaba 11 homicidios de candidatos y 10 atentados contra ellos o sus sedes políticas. Cuatro de los asesinatos y cuatro de los atentados vinculaban directamente a las FARC; 11 de las víctimas estaban afiliadas a partidos de la coalición oficialista. 

Las  revelaciones de los paramilitares desmovilizados daban cuenta de una estrategia  que, en el pasado, combinó la eliminación física de los contrincantes, la intimidación de electores y la manipulación del sistema electoral. No obstante, existía incertidumbre en cuanto a qué actitud asumirían los grupos de rearmados y las bandas criminales emergentes.

La Misión estima que, una vez más, las lecciones del pasado sirvieron para que las autoridades electorales, el Gobierno nacional y la fuerza pública tomaran mayores y mejores medidas para proteger a los candidatos y la integridad de las campañas electorales, así como al certamen electoral.

3. El reto político

A principios de octubre de 2007, más de 40 congresistas, ex congresistas y varios gobernadores y alcaldes estaban siendo investigados por vínculos con grupos paramilitares. Algunos  partidos políticos quedaron prácticamente eliminados.  Sin duda, el escándalo de la “para-política” perturbó el ambiente electoral, contribuyendo a desprestigiar aún más la política en el país.  

Se inscribió un número significativo de candidatos agrupados como movimientos ciudadanos, algo que reflejó la desconfianza hacia los partidos políticos. Ésta parecía aumentar con la proliferación de alianzas entre los partidos, que diferían de región en región.  En varios casos, organizaciones políticas ubicadas en lugares opuestos del espectro político se unieron. Por lo demás, quedaba claro que se valoraban más los candidatos individuales que los partidos que representaban.

A pesar del contexto político complejo, se podría haber esperado un desencanto aún más acentuado que tuviera su correlación en la ausencia de electores en las urnas. No obstante, la abstención, que alcanzó el 43 por ciento, disminuyó con relación a las elecciones legislativas de 2006 y las elecciones locales de 2003. Por primera vez en la historia electoral reciente de Colombia, el nivel de participación superó el nivel de ausentismo. La Misión celebra el nivel de participación electoral alcanzado en las elecciones locales de 2007 y lo considera un primer paso hacia la recuperación de la confianza en el sistema político. 

CAPÍTULO II. OBJETIVOS, PRINCIPIOS Y CARACTERÍSTICAS DE LA MISIÓN

A. La solicitud del Estado colombiano 

La Registraduría Nacional del Estado Civil (Registraduría) convocó a elecciones locales para el 28 de octubre de 2007 mediante la Resolución No. 5140, posteriormente modificada por Resolución No. 1073 del 7 de marzo del 2007.  En mayo del 2007, el Secretario General de la OEA, José Miguel Insulza, recibió una solicitud del gobierno de Colombia para el despliegue de una misión de observación de todas las fases del proceso electoral.  Un mes después, el Secretario General de la OEA aceptó la invitación.

Diversos sectores políticos manifestaron apoyo a la presencia de la OEA. Tanto líderes de la oposición como de la coalición oficialista se dirigieron al Secretario General para expresar la necesidad de que se llevara a cabo observación internacional del proceso electoral.

B. Objetivos de la Misión

El objetivo general de todas las misiones de observación electoral (MOEs) de la OEA consiste en observar las distintas etapas del proceso electoral para constatar la vigencia de los derechos políticos y civiles así como el cumplimiento de las normas, acuerdos y estándares nacionales e internacionales relacionados con la legalidad y la transparencia de las elecciones.  Las misiones recopilan y sistematizan datos, analizan el modelo de organización electoral y los procedimientos técnico-electorales, verifican el cumplimiento del calendario electoral, identifican el papel de los actores políticos y sociales y de los medios de comunicación y anotan la capacidad institucional de los mecanismos para impartir justicia electoral.  

El éxito de la observación electoral consiste en el contacto permanente con autoridades electorales, gubernamentales y de seguridad, candidatos y miembros de los partidos políticos, así como con representantes de la sociedad civil.  Los observadores escuchan sus opiniones y preocupaciones para transmitirlas a las autoridades competentes con el objetivo de contribuir al buen desarrollo de las elecciones.  Con frecuencia, y en el ánimo de cooperar en el proceso electoral, las misiones de observación electoral de la OEA someten a la consideración de las autoridades electorales, el gobierno, los partidos políticos y el público en general, sus observaciones del proceso y sus recomendaciones.

C. Principios de la Misión

Los principios que rigieron las labores de la misión de observación electoral en Colombia fueron los mismos que se aplican en el resto de las MOEs/OEA:

Objetividad y neutralidad. La autoridad y la credibilidad de las misiones de la OEA dependen de la objetividad y neutralidad que, en todas sus actuaciones, mantengan sus directivos y observadores.

Respeto a las leyes del país. Los observadores de la OEA están sujetos a las normas y regulaciones del país anfitrión.  Los privilegios e inmunidades que éste les otorga sólo tienen por objeto salvaguardar la independencia de los observadores en el cumplimiento de su misión.

No sustitución de los actores del proceso. La responsabilidad final por el desarrollo del proceso electoral recae sobre las instituciones nacionales, los partidos y demás organizaciones políticas del país.  
D. Conformación de la Misión

La Misión estuvo encabezada por el Sr. Dante Caputo, de Argentina, como Jefe de Misión, y por el Sr. Steven Griner, de Estados Unidos, como Sub-Jefe de Misión.  El Sr. Dante Caputo, ex canciller de Argentina, es actualmente el Secretario de Asuntos Políticos de la Secretaria General de la OEA.  

La Misión contó con la participación de 125 observadores electorales provenientes de 25 países (Ver Anexo I).  La Misión agradece a las embajadas y organismos internacionales que también colaboraron con miembros de su personal para reforzar el despliegue del día de los comicios. 

E. Actividades preliminares de la Misión

La Misión instaló su sede principal en Bogotá el 2 de octubre.  Se conformó un Grupo Base compuesto por cuatro funcionarios de la Secretaría de Asuntos Políticos (SAP) de la OEA y por expertos externos en temas electorales e informática. Entre sus funciones, se destacaron las siguientes: establecer un enlace permanente con las autoridades electorales y los partidos políticos, recibir y tramitar denuncias ante las autoridades competentes, mantener relaciones con la misión de observación nacional, ejecutar un política de comunicación con la prensa nacional y organizar el despliegue de la Misión.

El sistema de denuncias instaurado no pretendió suplantar las competencias de las autoridades nacionales, los partidos y candidatos pero sí aspiró a que, cuando ellos lo consideraran adecuado, utilizaran a la Misión como una vía para cursar denuncias específicas y para que ésta las canalizara hacia las autoridades correspondientes.

F. El despliegue geográfico de la Misión

1. Los mapeos de riesgo

La cobertura adecuada de un territorio de 1,148,000 KM², con accidentes geográficos, limitada infraestructura y problemas de seguridad, implicó desafíos extraordinarios.  Por ello, fue necesario tomar decisiones estratégicas en cuanto al despliegue de los observadores con base en los riesgos previstos. La Misión utilizó los mapeos de riesgo efectuados por varias entidades colombianas y hacia todas ellas expresa su agradecimiento. Con ellas, se discutieron los niveles de riesgo electoral y de seguridad que enfrentaba cada región y se analizaron recomendaciones.

El Centro Integrado de Inteligencia Electoral (CI2E) de la Policía Nacional ofreció una presentación a los directivos de la Misión que culminó con la sugerencia de despliegue en aproximadamente 30 municipios de mayor riesgo. El Ministerio del Interior entregó una lista de 75 municipios de mayor riesgo, principalmente en el sur del país y la región del Catatumbo. En total, dicha entidad consideró que 7 por ciento de los municipios del país estaban en riesgo electoral y 25 por ciento en riesgo de seguridad. Para la Federación Colombiana de Municipios, menos de 20 por ciento de los municipios presentaban riesgos.  La Procuraduría General de la Nación listó 126 municipios donde, en el pasado, se documentaron irregularidades graves en formularios electorales. Por otra parte, la evaluación de la Defensoría del Pueblo (Defensoría) señaló 403 municipios en riesgo.

Una extensa investigación de la misión de observación electoral local, una iniciativa de observación que congrega a más de 200 organizaciones de la sociedad civil, concluyó que la mitad de los 1,099 municipios de Colombia estaba en riesgo de presentar irregularidades durante los comicios. En elecciones recientes, 328 habían presentado anomalías electorales tales como número exagerado de votos anulados o votación concentrada en un candidato. La MOE local presentó a la Misión de la OEA una propuesta de despliegue en alrededor de 40 municipios.

La amplia variación en las conclusiones alcanzadas por cada una de las entidades, que se explica por la diversidad de metodologías seleccionadas, dificultó una utilización aún más provechosa de los mapeos. En general, los directivos de la Misión determinaron el alcance geográfico del despliegue con base en la necesidad de cubrir los centros poblacionales más grandes así como hacer presencia en aquellos municipios donde existiera coincidencia entre las entidades en cuanto a su riesgo.

2. La geografía del despliegue

Inicialmente se desplazaron 26 observadores de la Misión a las siguientes ciudades: Bogotá, Cali, Cúcuta, Medellín, Montería, Pasto, Santa Marta y Valledupar. Desde cada una de estas ciudades, los equipos se desplazaron hacia los departamentos circundantes para realizar sus tareas de observación electoral. Posteriormente, al arribo de los observadores de corto plazo, se abrieron coordinaciones en Barranquilla, Bucaramanga, Cartagena, Popayán, Riohacha y Villavicencio. Durante el período post-electoral, el despliegue de los observadores fue dictado por las necesidades urgentes de observación que se conocían mediante la comunicación directa con las autoridades y los actores políticos (Ver Anexo II).

3. El equipo móvil

Un equipo móvil ubicado en Bogotá permitió el rápido envío de observadores a zonas no cubiertas por las oficinas regionales. Se realizaron visitas a Arauca, Buenaventura, Mocoa, Yopal, Villavicencio y varios municipios de Caldas.

4. El despliegue temporal de la Misión

La observación de la Misión de la OEA se dividió en tres fases de despliegue: etapa pre-electoral, día de los comicios y etapa post-electoral. Las actividades de observación electoral se iniciaron el 2 de octubre con la llegada del Grupo Base y concluyeron el día 16 de noviembre con el proceso de escrutinio ya avanzado.

La primera fase se extendió hasta el 27 de octubre y culminó con la publicación del Informe sobre la Situación Pre-Electoral y la emisión del tercer comunicado de prensa (Ver Anexo III).  La segunda etapa se refiere a las actividades de observación durante la jornada electoral misma y tuvo como soporte principal el trabajo de los observadores de corto plazo. El período final, que se inició el 29 de octubre, se concentró en la observación de la transmisión rápida de los resultados y del escrutinio. Además, cabe destacar que la Misión optó por permanecer en el país casi 20 días después de los comicios para prestar especial atención al escrutinio.

En el período post-electoral, los observadores estuvieron presentes en las registradurías municipales y en los centros de cómputo. La Misión estuvo atenta a observar la introducción de los formularios E-14, que contenían el resultado de las mesas de votación, al sistema de cómputos. Para asesorar la observación técnica y verificar el buen funcionamiento del software utilizado, la Misión contó con un especialista en informática.

El desenlace de los comicios mostró que la decisión de permanecer en el país a efectos de garantizar una observación post-comicial fue acertada. La presencia de los observadores contribuyó a calmar los ánimos en lugares que se encontraban al borde de la violencia, aportó a la facilitación de los conflictos y brindó confianza a las autoridades electorales, los actores políticos y la ciudadanía en general.
CAPÍTULO III. LA SITUACIÓN DE SEGURIDAD
A. La evaluación de la Misión 

La posibilidad de elegir y ser elegido y la opción de disentir y de hacer público ese disenso son derechos democráticos elementales. La OEA considera inaceptable e injustificable que la integridad física de los ciudadanos pueda ser amenazada en el ejercicio de derechos democráticos fundamentales. Por ello, los problemas de orden público, las amenazas a la integridad física de los ciudadanos y los riesgos que corrieron los candidatos en el ejercicio de las actividades proselitistas, que fueron problemas fundamentales del proceso electoral, significaron una preocupación de primer orden para la Misión. 

Según datos oficiales, la violencia política en este proceso electoral se redujo considerablemente respecto de las elecciones de 2003. Sin embargo, la Misión recibió numerosas denuncias de grupos políticos, candidatos y personas particulares que mostraron su preocupación y desasosiego sobre las acciónes de las FARC y la forma en que estas acciones limitaron e impidieron sus derechos ciudadanos y electorales. Estas denuncias involucraron un número importante de localidades en el país. Por su parte, el ELN anunció su intención de no interferir con el proceso electoral mediante un comunicado de prensa. La Misión de la OEA no recibió denuncias de actos de violencia electoral perpetrados o amenazados por el ELN.

Cabe destacar que otros grupos armados al margen de la ley actuaron con distintos grados de intensidad en el país, particularmente aquellos vinculados con facciones residuales de las autodefensas y las bandas criminales emergentes. La Misión recibió reportes sobre recurrentes prácticas que atentaron contra el proceso electoral, como amenazas a candidatos e intimidación de votantes. 

B. La respuesta del Estado

La fuerza pública respondió al desafío de seguridad con la ejecución del Plan Democracia y el Plan Padrino. Los resultados operativos del despliegue especial efectuado durante el proceso electoral se tradujeron en:

· La protección de casi 36,000 candidatos;

· La vigilancia de 2,339 sedes políticas;

· El diseño de 370 esquemas de protección esporádica;

· La realización de 1,880 estudios de seguridad, de los cuales 91 resultaron con riesgo extraordinario.

El Plan Padrino ofrecía escoltas de policía a candidatos amenazados. En Santander, por ejemplo, donde se presentaron 5,709 candidatos, el pie de fuerza policial alcanzaba 4,714.  

Cabe destacar la importancia de ejercicios como “Puesto de Mando Unificado”, que la Misión tuvo la oportunidad de presenciar. Todas las comandancias departamentales de la Policía se comunicaron vía videoconferencia con el Director General de la Policía Nacional, General Oscar Naranjo, para plantear inquietudes y coordinar la acción durante la jornada electoral y los escrutinios. Fueron invitados a participar las autoridades electorales, los dirigentes de los partidos y los movimientos ciudadanos y los representantes de los gobiernos locales. Esto llevó a que se aclararan numerosas dudas y se incrementara así la transparencia del proceso electoral. Varios comandantes dieron parte de complejas situaciones de orden público en sus departamentos. Las preguntas más frecuentes estuvieron relacionadas con las facultades de la Policía dentro y fuera de los centros electorales, la introducción de celulares en los centros de votación y el acompañamiento de los votantes. 

La Misión destacó el trabajo de coordinación efectuado por las entidades congregadas en las Comisiones de Coordinación y Seguimiento Electoral tanto al nivel central como departamental y municipal.
 Jugaron un papel fundamental en materia de seguridad en la medida en que los problemas eran, con frecuencia, identificados y discutidos y las decisiones tomadas inmediatamente. Sin duda, este esfuerzo colegiado contribuyó a aumentar la transparencia y el carácter incluyente del proceso. La Misión participó activamente en los encuentros periódicos de estos comités, tanto del comité nacional en Bogotá como de los departamentales y varios de los municipales. Agradece, en particular, la buena recepción del Ministerio del Interior, entidad encargada de convocarlos nivel central.  

C. La respuesta de la Misión

Para darle seguimiento a los problemas de seguridad y con el objetivo de colaborar eficientemente con las autoridades locales para reducir los riesgos, la Misión adoptó una serie de acciones.

Por un lado, se establecieron redes permanentes de contacto con las instituciones de seguridad y defensa del país, tanto a nivel nacional como departamental: Ministerio de Justicia e Interior, Ministerio de Defensa, Fuerzas Armadas y Policía Nacional. Es oportuno remarcar las facilidades que estas instituciones prestaron en todo momento a la Misión y la manera en que esto permitió conocer de primera mano la situación de seguridad del país y establecer líneas de actuación que optimizaron la labor de seguimiento electoral. En particular, cabe destacar la colaboración del Centro Integrado de Inteligencia Electoral (CI2E), un esfuerzo intra-gubernamental coordinado por la Policía Nacional, para recabar información sobre la situación de seguridad en el contexto electoral, con cuyos directivos la Misión mantuvo comunicación permanente.  

Se estableció también una relación fluida y directa con aquellos candidatos, autoridades locales y miembros de la sociedad civil que, habiendo sufrido amenazas o habiendo sido objeto de actos violentos relacionados con su actividad electoral, se pusieron en contacto con la Misión. Si bien la Misión no tenía competencias ni posibilidades para garantizar la seguridad de estos ciudadanos, le dio un seguimiento constante a sus situaciones personales. En el mismo sentido, se puso en conocimiento de autoridades competentes la información relevante sobre estas problemáticas particulares. En repetidas ocasiones, las dificultades de seguridad de varios candidatos fueron transmitidas al CI2E, que las atendió con celeridad.

La Misión se desplazó hacia lugares conflictivos y entrevistó a candidatos amenazados o que se sentían amenazados en el ejercicio de sus derechos electorales. Este trabajo garantizó que, dentro de las limitaciones de la Misión, un número importante de candidatos se considerara, si no protegido, al menos respaldado.

D. Las acciones de los violentos

1. Homicidios

Conforme a la información suministrada por la Policía Nacional, 20 candidatos perdieron la vida durante el proceso electoral.  (Ver Anexo IV).  Un rápido análisis del cuadro que sigue permite afirmar que 12 de los asesinatos habrían sido cometidos por las FARC y 12 de los candidatos pertenecían a miembros de la coalición oficialista. La crueldad que los perpetradores exhibieron es de notar: al menos en un caso los restos de un candidato fueron encontrados descuartizados. Todo parece indicar que existió un plan ejecutado por las FARC para impedir el acceso de candidatos de gobierno a puestos de elección popular.

La reducción en los homicidios de candidatos fue notable si se comparan estas cifras con las de las elecciones locales de 2003 – 35 contra 20.  Esto es aún más significativo si se toma en cuenta el drástico aumento en el número de candidatos. El caso de Arauca, uno de los departamentos más afectados por el conflicto, es paradigmático: se inscribieron para estas elecciones 16 partidos y 560 candidaturas. Cuatro años atrás, sólo dos candidatos se presentaron a la gobernación; para esta elección, fueron ocho.

De los nueve homicidios cometidos después de su llegada al país, la Misión se desplazó a los lugares de los hechos en seis de los casos. Los observadores se entrevistaron con las autoridades competentes para informarse sobre el estado de las investigaciones, las consecuencias sobre la organización del proceso electoral y el estado de la seguridad en la zona. Por otro lado, la Misión emitió un comunicado de prensa condenando los hechos de violencia y solicitando prontas investigaciones por parte de las autoridades.  (Ver Anexo III).

2. Atentados

Numerosos atentados mantuvieron al país en zozobra durante el proceso electoral.  La tabla a continuación muestra el número de atentados efectuados contra la integridad física de los candidatos pero no relaciona atentados contra sedes políticas ni contra personas que no fueran candidatos. (Ver Anexo V).  

Entre los casos de mayor gravedad, la Misión destaca los siguientes:

La bomba ubicada al paso de la caravana del Senador Luís Fernando Velasco del Partido Liberal: A su retorno de actos de campaña en el departamento de Caquetá, la explosión de una bomba ubicada en el camino fue seguida por un combate entre los escoltas del senador y un grupo armado no identificado.  El Sub-Jefe de la Misión de la OEA acudió a una cita con el Senador Luís Fernando Velasco, quien le solicitó prestar especial atención al Cauca, departamento del cual es oriundo.  

La bomba colocada por las FARC en una reunión política en Neiva, capital del departamento del Huila: Un artefacto explotó en una congregación de simpatizantes de los candidatos a la alcaldía y a la gobernación del Partido Liberal. Dos activistas y un transeúnte resultaron heridos y un policía falleció. Una observadora se desplazó a Neiva y confirmó un adecuado manejo de la situación por las autoridades.

Un atentado con utilización de dinamita contra la sede política del candidato a la alcaldía de Puerto Asís, Putumayo, por Alas – Equipo Colombia: Provocó la muerte de la hermana del candidato y dejó un saldo de nueve personas heridas. Poco tiempo después de la explosión, el registrador municipal recibió una llamada de alias “Arturo” de las FARC, quien le encomió “a no torcerse”. La Misión de la OEA llegó poco días después de los hechos y jugó un papel fundamental para tramitar protección policial para las autoridades electorales hasta después de las elecciones.

La Misión de la OEA también estuvo presente en Villamaría, Caldas, donde un candidato de Cambio Radical sufrió un atentado; en San Francisco, Antioquia, donde un candidato a concejal se recuperaba en cuidados intensivos; y en La Jagua de Ibericó, Cesar, donde un candidato también sufrió un atentado.  

3. Amenazas

El número de denuncias de amenazas a candidatos reportados por los medios de comunicación es prácticamente imposible de computar. La Misión de la OEA recibió un importante volumen de denuncias directas.  Entre ellas, es importante destacar las siguientes:

· Luego de recibir amenazas consideradas creíbles por los organismos de seguridad del Estado, un candidato a la gobernación de Santander anunció que abandonaría la campaña, sin por ello renunciar a su aspiración.

· En Antioquia, la Secretaria del Concejo Municipal de Cocorná denunció ante observadores de la OEA amenazas telefónicas del Frente Noveno de las FARC. El primer contacto telefónico tuvo lugar el 5 de octubre y el segundo 13 de octubre. En ambos casos las FARC amenazaron de muerte a los concejales y a los candidatos a concejo. Cabe destacar que dos candidatos al Concejo de Cocorná fueron asesinados.  El Personero Municipal dirigió una carta a la OEA expresando su preocupación por el desplazamiento de unas 130 personas causado por el temor provocado por los asesinatos y las amenazas.

· Los candidatos a la alcaldía de Cúcuta manifestaron a los observadores a la OEA haber recibido amenazas de muerte. Individuos que los siguieron en moto fueron detenidos pero liberados por no existir causales de acusación.  Por esta razón, varios de ellos hicieron campaña con un fuerte contingente de seguridad.

· El candidato por el Partido Conservador en Sabanalarga, Atlántico, recibió una amenaza escrita de las Águilas Negras, una banda criminal emergente. La Misión de la OEA expresó su preocupación a las autoridades del CI2E en Bogotá. El equipo basado en Santa Marta desplazó a un observador a Sabanalarga a fin de dar seguimiento a esta situación.

· En Cartago y Caicedonia, municipios del Valle del Cauca, los observadores recogieron denuncias de amenazas a varios candidatos.

A medida que se acercaba la fecha de los comicios, los atentados y las amenazas llevaron a varios candidatos a anunciar la renuncia a sus aspiraciones, aún así en muchos casos no lo hicieron oficialmente. Los casos más notables fueron los de Samaná, Caldas y Argelia, Cauca, donde todos los candidatos expresaron su intención de retirarse de la contienda.

4. Intimidación al elector

La Misión de la OEA también documentó casos de intimidación al elector, entre ellos los siguientes:

La Misión puso en conocimiento de las autoridades del Gobierno central y la fuerza pública la denuncia efectuada por el personero municipal de Ipiales, Nariño. Este funcionario comunicó a los observadores que las FARC habían ordenado no salir a votar en La Victoria, una comunidad a 30 minutos de la cabecera departamental.

El equipo de Nariño también reportó que 14 personas de Tumaco se desplazaron hacia las oficinas de la Gobernación de Pasto para informar a las autoridades que un grupo paramilitar los había amenazado de muerte si salían a votar. Los campesinos pidieron la presencia de la OEA mientras depositaban la queja. Se levantó un acta en la cual se denunciaron compra de votos y amenazas. Este es uno de los casos donde la problemática electoral es sólo una de las manifestaciones de lo que parece ser una situación crónica de violencia en esta región rural.

Uno de los candidatos liberales al concejo de Puerto Guzmán denunció que las FARC dieron órdenes taxativas de votar por un candidato en particular a la alcaldía y de retirarse de la contienda. Vale la pena recordar que el candidato liberal a la alcaldía fue asesinado en este municipio. El denunciante presentó acta juramentada con fines extra-procesales ante la notaría local y sometió las copias a la consideración de la Misión.

En la capital del departamento de Arauca, el viernes previo a la elección, las FARC circularon un panfleto advirtiendo que quienes votaran por “todos los partidos que apoyan a Álvaro Uribe como Cambio Radical se convierten en objetivo militar de las FARC – EP”. El documento estaba firmado por el Bloque Oriental de las FARC.

En Caquetá y Putumayo, la fuerza pública interceptó una comunicación en frecuencia abierta en la cual las FARC se dirigían a la población, exigiéndole no salir a votar.
5. Paros armados

A pesar de que las FARC intentaron organizar varios paros armados, sólo en el Cauca lograron su cometido. En Antioquia, por ejemplo, el Frente Noveno de las FARC había ordenado un paro armado de transporte, es decir, la no movilización de vehículos privados o de transporte público, desde el 24 de octubre a las 24 horas hasta el 29 de octubre a las 22 horas, pero la presencia de la fuerza pública lo frustró. Esta situación se repitió también en el Tolima.

6. Atentados a la infraestructura

Tres días antes de las elecciones, las FARC dejaron 14 municipios del sur de Huila y 16 municipios de Caquetá sin energía. Bombardearon cuatro torres de energía con 15 cargas explosivas y dejaron campos minados.  El día de los comicios, volaron tres torres de energía en Nariño, que dejaron a varios municipios sin electricidad, y pusieron un artefacto explosivo en una torre de energía en las cercanías de Bogotá que no causó daños.

CAPÍTULO IV. ORGANIZACIÓN ELECTORAL, NORMATIVIDAD Y PROCESOS ELECTORALES

A. Marco constitucional y legal

La Constitución Política de Colombia establece en su Artículo 120 la organización electoral del país y, en los artículos comprendidos del 258 al 266, hacen referencia a las elecciones y la organización electoral. En la Constitución también se enumeran los mecanismos de participación democrática y se menciona a los partidos políticos. El Decreto 2241 de 1986 constituye el Código Electoral Colombiano, que establece la normatividad vigente en cuanto a la organización de la Registraduría y el procedimiento de las elecciones. Dada la antigüedad de este texto, una serie de decretos y resoluciones del poder ejecutivo y los órganos electorales han venido poniendo al día la legislación. Además, el Acto Legislativo 02 del 2002 modificó la duración del mandato de los gobernadores, diputados, alcaldes, concejales y ediles, elevándolo de tres a cuatro años y el Acto Legislativo  No. 01 de 2003 introdujo una serie de cambios, entre ellos la forma en que se realizan las elecciones en Colombia. 

En consecuencia, la normatividad electoral colombiana es dispersa y compleja, y en ocasiones se contradice.

B. El voto

La Constitución Política del Estado señala en el Artículo 258 que “El voto es un derecho y un deber ciudadano” y que, en todas las elecciones, los ciudadanos votarán secretamente. Los requisitos para votar son: estar incluido en el padrón y tener la cédula con su número de empadronamiento, estar en capacidad de ejercer libremente sus derechos civiles y políticos, ser colombiano(a), mayor de edad y tener cédula de ciudadanía. Al alcanzar la mayoría de edad (18 años), los ciudadanos deben inscribirse en el municipio donde viven para el otorgamiento de la cédula de ciudadanía que expide el Registro Nacional de Estado Civil. 

Para las elecciones de octubre de 2007, se contabilizaron 27 millones de potenciales votantes quienes ejercieron el sufragio en 80 mil mesas de votación ubicadas en 10 mil puestos de votación distribuidos en todo el territorio nacional. Por primera vez votaron extranjeros residentes en Colombia para los cargos de alcalde, diputados, concejales y miembros de juntas de administración local.

C. Cargos a elegir

Según datos oficiales, 86,449 candidatos pertenecientes a 286 partidos, movimientos o alianzas se inscribieron para optar a cargos de elección popular en este proceso electoral.  En respuesta a una demanda del Polo Democrático, un fallo del Tribunal Administrativo de Cundinamarca ordenó reabrir el período de inscripciones, que culminó el 21 de septiembre. 
En las elecciones del 28 de octubre, se eligieron 32 Gobernadores, 418 diputados departamentales 1,099 Alcaldes, 12,020 concejales y 4,949 ediles (miembros de juntas de administración local). 

D. Las autoridades electorales

La organización electoral está a cargo del Consejo Nacional Electoral (CNE), la Registraduría Nacional del Estado Civil (Registraduría) y los demás órganos que establece la ley. Estos órganos tienen a su cargo la organización de las elecciones, su dirección y vigilancia, así como lo relativo a la identidad de las personas.

1. Consejo Nacional Electoral

De acuerdo con el Acto Legislativo 01 de 2003, al CNE lo integran nueve magistrados elegidos por el Congreso de la República por un período de cuatro años, con la posibilidad de reelección por una sola vez. El CNE está encargado de la inspección y vigilancia de la organización electoral en el país.  Por lo tanto, vigila el cumplimiento de las disposiciones de la Constitución y la ley en materia electoral y de participación democrática. Es tarea del CNE garantizar a los ciudadanos el libre ejercicio electoral y el fortalecimiento democrático por medio de la aplicación y expedición de mecanismos reglamentarios. El CNE es también el encargado del escrutinio general de toda votación nacional.

Dentro de las normas que rigen el CNE, se destacan el Decreto 2281 de 1986 (Código Electoral), el Artículo 264 de la Constitución Política de 1991, la Ley 130 de 1994 (participación de la oposición en los organismos electorales), la Ley 134 de 1994 (normas sobre mecanismos de participación ciudadana), la Resolución 65 de 1996 (Reglamento de la Corporación) y el Acto Legislativo 01 de 2003. 

2. Registraduría Nacional del Estado Civil

El Registrador Nacional del Estado Civil es escogido por los Presidentes de la Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado por concurso de méritos. El Registrador ocupa el cargo por un período de cuatro años y puede ser reelecto una sola vez. Para el proceso electoral de 2007, el cargo de Registrador Nacional estuvo interinamente ocupado por el Doctor Juan Carlos Galindo Vácha.
La Registraduría Nacional tiene a su cargo la organización y dirección de las elecciones mediante los Delegados Departamentales, los Registradores del Estado Civil y demás funcionarios. En el nivel descentralizado, se encuentran las Delegaciones Departamentales, de cuyos despachos dependen las registradurías especiales, municipales y auxiliares y la Registraduría Distrital que tiene a su cargo 20 registradurías auxiliares. 
3. Otras autoridades

Otros actores del proceso electoral son los organismos de control y vigilancia como la Procuraduría, Contraloría y Fiscalía, quienes adelantan labores de acompañamiento en el proceso electoral. También se incluye en este grupo a los organismos de seguridad como el Departamento Administrativo de Seguridad (DAS), los cuales desarrollan actividades de seguridad e inteligencia para controlar, entre otras actividades, cualquier intento de fraude. 

· Jurados de votación: controlan el proceso, permiten a los ciudadanos votar y realizan el escrutinio en las mesas. 

· Testigos electorales: son ciudadanos que en nombre de un partido, movimiento político o social presencian el proceso electoral, garantizando así la imparcialidad del proceso.

· Claveros: están encargados de resguardar los votos y los pliegos electorales desde la noche de las elecciones.

· Escrutadores auxiliares, municipales y departamentales: son jueces de la República quienes hacen la verificación definitiva de los votos consignados.

· Delegados de puesto: personas contratadas para ejercer actividades de apoyo y organización dentro de los puestos de votación.

· Transmisores y receptores: transmiten por diversos medios tecnológicos los resultados electorales desde la mesa para producir un consolidado nacional. 

Al igual que la normatividad, las relaciones institucionales de los dos órganos electorales son complejas. La vigilancia del CNE, que se va dando a medida que la Registraduría avanza en la organización del proceso electoral, muchas veces pone a esta última en aprietos y la lleva a dar marcha atrás sobre decisiones tomadas. A pesar del carácter garantista de la vigilancia, las resoluciones del CNE, en ocasiones sobre la fecha misma de las elecciones, causan confusión entre los actores políticos y la ciudadanía en general. Esto se manifestó particularmente en los casos de los nombramientos de los jurados de votación y las modificaciones al censo electoral.
CAPÍTULO V. PROCESO DE VOTACIÓN

A. Calendario electoral

La Registraduría Nacional del Estado Civil está encargada de elaborar el calendario electoral. Las primeras actividades del calendario electoral iniciaron en abril 2007 y concluyeron en noviembre del mismo año.  (Ver Anexo VI).  La Misión de la OEA no estuvo presente durante la realización de todas las actividades contempladas, pero consta que la totalidad de las tareas estipuladas se cumplieron sin mayores retrasos. 
B. Etapas del proceso

1. Etapa pre-electoral

Inscripción de candidatos: Conforme con el Artículo 2 de la Ley 163 de 1994, la inscripción de candidatos debe mantenerse abierta hasta 55 días antes de los comicios. Por eso, para estas elecciones la inscripción de candidatos se cerró el 8 de agosto. En los cinco días posteriores al cierre, se permite efectuar modificaciones a las listas. No obstante, el proceso debió reabrirse en respuesta a un fallo de tutela, un recurso presentado por el Polo Democrático. Por primera vez, la Procuraduría efectuó una revisión de los listados para confirmar que todos los candidatos estuvieran habilitados. La revisión, que se efectuó en varias fases, llevó a que diversos candidatos se vieran obligados a retirar sus candidaturas y a que los partidos se apresuraran a reemplazarlos. Debido a las demoras del proceso, varios candidatos declarados inhabilitados por la Procuraduría fueron incluidos en los tarjetones electorales. Esto causó confusión al contar los votos porque las autoridades municipales no tenían claro si los votos debían ser computados.

Cédulas no entregadas: La Registraduría reportó que, hacia principios de octubre, 1,200,000 ciudadanos no habían retirado sus cédulas. Esta situación se debe a que la Registraduría inició un proceso de modernización que obliga al ciudadano a tener el último modelo de cédula antes de 2010.

Inscripción de cédulas y censo electoral: Mediante la inscripción de su cédula, el ciudadano hace efectivo, ante la autoridad electoral, su derecho a ejercer el sufragio en el municipio donde reside. Son necesarias la presencia del ciudadano, la presentación de la cédula y la impresión de la huella dactilar. El 27 de junio se suspendió la incorporación de nuevas cédulas al censo electoral. Tres meses antes de la elección, la Registraduría debe instalar mesas de información con los listados del censo electoral.  

Las modificaciones al censo electoral: En Colombia, es relativamente frecuente el fenómeno de “la trashumancia electoral” o “trasteo de votos” que consiste en el traslado de personas a municipios distintos de su residencia para que inscriban su cédula, con fines de participación en los procesos electorales de carácter local. El CNE afirmó en su resolución No. 754 del 6 de septiembre de 2000 que “la trashumancia electoral es una práctica maligna e inveterada que es preciso combatir y eliminar.” Casi tres años después de las elecciones  de 2002, por ejemplo, el Consejo de Estado cambió la composición del Congreso mediante, entre otras cosas, la consideración del trasteo de votos.  
Para las elecciones de 2007, el CNE emprendió un proceso de combate a la trashumancia mediante el contraste de bases de datos gubernamentales – régimen subsidiado de salud, régimen contributivo de salud, pensiones – con el censo electoral.  En aquellos casos para los cuales las direcciones registradas difirieran, los afectados serían eliminados del censo electoral o devueltos a votar en un mesa de votación del municipio de residencia. Las modificaciones aplicadas al censo electoral se dividieron en tres fases bien definidas:

Primera fase. Se modificó el censo con base en las resoluciones emitidas por el CNE, afectando a 353,129 registros de ciudadanos. Las modificaciones se realizaron a tiempo para incorporarlas en la impresión del censo para la distribución dentro de los kits electorales. 
Segunda Fase. Se modificó el censo con base en las resoluciones emitidas por el CNE, afectando a 42,629 registros de ciudadanos.  Las modificaciones no alcanzaron a llegar antes de la impresión del censo electoral, por lo cual se adjuntaron como parte de los kits electorales pero aparte del censo.
Tercera Fase. Son las modificaciones aplicadas al censo hasta el día mismo de las elecciones, que no alcanzaron a ser incorporadas al censo electoral impreso, ni fueron incluidas dentro de los kits electorales. El procedimiento de distribución consiste en imprimir las modificaciones y facilitarlas a los Registradores Departamentales de forma que ellos las distribuyan a los municipios y comunas hasta llegar finalmente a los jurados de votación.  Esto se conoce como el “sistema de altas y bajas”.  Hubo 18,072 registros de ciudadanos en esta situación.
Las modificaciones al censo electoral por parte del CNE, en particular aquellas efectuadas cerca de la fecha de la elección, pusieron en aprietos a la Registraduría, que está encargada de imprimirlas y distribuirlas. De hecho, el censo electoral colombiano nunca queda definitivamente cerrado. El mismo día de las elecciones, un ciudadano podía invocar su derecho a votar ante la autoridad electoral, aún si no estaba en el censo.  El formulario E-12, que es utilizado principalmente por funcionarios públicos en comisión, pero también puede ser usado por un ciudadano que invoque error de la autoridad electoral como, por ejemplo, su exclusión del censo por defunción.  

Selección y capacitación de jurados de votación: Mediante sorteo electrónico, se escogieron 533,438 jurados de votación que debieron prestar sus servicios en mesas conformadas de manera heterogénea. Cualquier funcionario público o privado puede ser llamado a servir como jurado electoral. Además, el Decreto 1974 de mayo de 2007, expedido por el Ministerio del Interior, facultó por primera vez a la Registraduría Nacional para disponer de los estudiantes universitarios y nombrarlos jurados electorales. En las elecciones de octubre participaron 270,000 estudiantes universitarios como jurados electorales. El 14 de septiembre, se publicó la lista de los jurados de votación. En Colombia, mientras que el cargo en sí es de forzosa aceptación, la asistencia a las sesiones de capacitación no es obligatoria y, por ende, varió de región en región. El Centro de Estudios en Democracia y Asuntos Electorales de la Registraduría, con la colaboración de la Universidad Politécnica de Valencia, implementó un sistema de capacitación multimedia al cual se podía acceder a través de la Escuela Virtual.
Selección de los testigos electorales: Un mes antes de las elecciones, venció el plazo para que los partidos y movimientos presentaran a la Registraduría sus listados. Los testigos deben estar identificados y pueden actuar desde la instalación de las mesas hasta la entrega de los pliegos electorales. Cuando un testigo reclama un recuento de votos durante el escrutinio, la solicitud debe atenderse de forma inmediata por los jurados de votación.

Logística electoral: Las tarjetas electorales para cargos uninominales incluían el logo del partido o movimiento y la foto y nombre de cada uno de los candidatos mientras que, para corporaciones, tenían el logo y el número del candidato. La ubicación de los partidos en el tarjetón se efectuó por sorteo electrónico; se imprimieron más de 111 millones de tarjetas.  Seis meses antes de la elección, se identificaron los centros de votación donde se instalaron 80,754 puestos de votación. La conformación de los kits electorales, así como su distribución, fueron asignadas a varias compañías privadas. Cada kit electoral contenía los tarjetones, los formularios, los certificados y otros elementos de ayuda.

2. Etapa electoral – Actividades el Día de las Elecciones

Instalación de las mesas de votación: A las 7:30 a.m. todos los jurados asignados a una mesa de votación deben presentarse para proceder a la instalación de la mesa, diligenciando el formulario correspondiente y firmando en el registro general de votantes. Deben confirmar que la urna está cerrada y sellada antes de proceder a iniciar las votaciones.

Procedimiento de la votación: El horario establecido para las votaciones es de 8:00 a.m. a 4:00 p.m. Cuando un ciudadano se acerca a votar, debe presentar su cédula de ciudadanía.  Se verifica su identidad comprobando que se encuentra en la lista de sufragantes (formulario E-10) y se resalta su nombre. En el formulario E-11, se registran los nombres y apellidos, número de cédula y sexo. El votante firma este formulario y procede al cubículo para diligenciar su voto.  Luego de depositarlo en la urna, debe entintar su dedo. Un miembro del jurado entrega al sufragante su certificado electoral. Cada una de las tarjetas electorales debe contener la firma del presidente del jurado.

Cierre y Escrutinio de Mesa: Aunque haya ciudadanos en la fila al momento del cierre, la votación se debe cerrar a las 4:00 p.m. Antes de abrir la urna, se destruyen los tarjetones no utilizados y se introducen en un sobre; se hace lo mismo con los certificados electorales. Se contabiliza el número de votantes que firmaron el formulario E-11 y se cuentan públicamente las papeletas, separadas por cargo a elegir, sin abrir. Si existe igual cantidad de tarjetas y sufragantes, se cuentan los votos por candidato o por partido. Si existe mayor cantidad de votantes que de votos, se deja constancia y se continúa. Si se da lo contrario, se saca a la suerte tantas tarjetas electorales como sea el excedente.  

Entrega e introducción de pliegos electorales: Los jurados entregan el desprendible (colilla) del cuenta votos para la transmisión rápida de los resultados a un funcionario de la organización electoral.  Cuentan con un sobre para los claveros y otro para los delegados de la Registraduría, donde se introduce la respectiva copia del formulario E-14 de escrutinio.  De ambos, se hace entrega a los delegados. El sobre de los claveros se introduce en el arca triclave, un depósito con tres cerraduras donde se resguardan los documentos electorales.

3. Etapa post-electoral – Actividades finales del proceso (escrutinio, declaratoria de elección y reposición de gastos)

Escrutinio zonales, distritales y municipales y generales: Las comisiones escrutadoras, que incorporan a dos ciudadanos de distinta filiación política, designados por el Tribunal Superior del Distrito Judicial, tienen como función la totalización de los votos indicados en los formularios E-14. Para los escrutinios zonales o auxiliares, el registrador zonal actúa como secretario; para los distritales y municipales, lo hace el registrador municipal. Para los escrutinios generales, el CNE designa dos ciudadanos de distinta filiación política para efectuar el escrutinio y los delegados del Registrador actúan como secretarios. Los escrutinios comienzan el día siguiente de la elección a las 9:00 a.m.

Reclamaciones: Los candidatos, sus apoderados y los testigos electorales se pueden presentar ante los jurados de votación, las comisiones escrutadoras y el CNE. Existen 12 causales de reclamación, que se consideran taxativas y excluyentes. EL CNE tiene una competencia especial y extraordinaria para verificar los resultados obtenidos por sus delegados cuando hayan errores aritméticos, cuando los resultados entre diferentes copias de las actas no coincidan y cuando existan tachaduras sobre los candidatos o sus votos en las actas.

Declaratoria de la elección: El CNE hace la declaratoria de elección para los escrutinios generales, es decir, a nivel departamental y expide las certificaciones para gobernadores y diputados.  Las demás declaratorias las efectúan los registradores municipales.

CAPÍTULO VI.  LOS ASPECTOS INFORMÁTICOS

A. Antecedentes

Para cumplir con los requerimientos tecnológicos para el pre-conteo y el escrutinio de votos, la Registraduría recurrió a la contratación de empresas privadas externas para desarrollar las soluciones tecnológicas y proveer los recursos (físicos, humanos, tecnológicos) para realizarlos. En los Pliegos de Contratación para la Licitación Pública, se esclarecieron los términos del trabajo a ser realizado, alcances, requerimientos, contingencias, coordinación del trabajo, seguridades y responsabilidades de las partes. La cobertura de las empresas utilizadas para la transmisión de datos por departamento se presenta  en el Anexo VII.

B. Estructura 

La estructura tecnológica se descentralizó mediante la ubicación de los Centros de Procesamiento (CP) en cada cabecera departamental.  Desde allí, se procedió a recolectar los resultados de cada departamento para procesarlos y divulgarlos localmente. Después de proceder a la divulgación local, se transmitieron los resultados para la Consolidación Nacional (CAN) en Bogotá.

C. Pre-conteo

Se conformó un Centro de Procesamiento Principal (CPP) y un Centro de Procesamiento Alterno (CPA) en cada cabecera departamental para capturar y sumar la información proveniente de los formularios que contenían los resultados de las mesas electorales con el fin de generar boletines para la divulgación pública. 

Los boletines fueron generados automáticamente en relación con el tiempo o con un porcentaje de resultados capturados. De esta forma, se automatizó la generación y divulgación de boletines de manera consistente. Cuando cada Centro de Procesamiento Principal (CPP) generaba su boletín, inmediatamente totalizaba los resultados en el nivel nacional. El Centro de Procesamiento Alterno (CPA) en cada departamento sirvió para garantizar la continuidad de la suma de los resultados en caso que surgiera cualquier problema con el Centro Principal.  

La Misión tuvo presencia en los simulacros de transmisión de datos. En los departamentos donde contó con observadores, se constató que existían algunas debilidades, como la insuficiente capacidad de las líneas telefónicas y el espacio físico inadecuado de algunas de las salas, que no permitían la visualización de la totalidad del proceso a los auditores de partidos políticos.  En la mayoría de los casos, se subsanaron las deficiencias.

D. Procedimiento

Los jurados de votación llenaron el formulario cuenta votos que se utilizó como origen de los datos para el pre-conteo de votos y la transmisión de resultados. Los transmisores recolectaron de los puestos de votación las colillas de los formularios cuenta votos con los resultados de la mesa para transmitirlos vía voz a los Centros de Procesamiento Principal (CPPs). 

En los CPPs, los receptores atendieron los llamados de los transmisores y transcribieron los resultados a un formato planilla. Cada formato-planilla era escaneado e interpretado – utilizando tecnología de tipo OCR o ICR – para luego presentarlo en pantalla a un operador que visualizaba la fracción de imagen correspondiente a los votos de una lista, lo que  transcribía en un cuadro de ingreso de datos. Esta medida generó transparencia en la fase de ingreso de datos, debido que el operador desconocía a qué lista o partido pertenecía el valor numérico que estaba transcribiendo. Si existían diferencias entre la interpretación y la trascripción, se pasaba a una segunda verificación y trascripción del valor numérico.

E. Escrutinio

Las mismas empresas contratadas por la Registraduría para el pre-conteo fueron las encargadas de desarrollar e implantar la solución de tecnología informática para el escrutinio. Los resultados obtenidos en el pre-conteo se utilizaron para alimentar una base de datos cuyos resultados fueron validados en el proceso de escrutinio mediante la comparación con los formularios E-14 provenientes de los sobres dirigidos a los claveros y resguardados en el arca triclave.

El sistema informático recupera los resultados de un puesto de votación determinado por el operador y, luego de verificar los resultados visualmente contra el formulario E-14, le asigna un estado de “correcto”, lo que significa que los votos incluidos en el mismo podrán ser incluidos en las totalizaciones.

El lunes siguiente a la elección, antes del inicio del escrutinio, en los Centros de Procesamiento Principal (CPPs) se procedió a recibir y abrir los sobres destinados a los Registradores Departamentales, con la finalidad de escanear o digitalizar los formularios E-14 contenidos en ellos para publicarlos en Internet. Inicialmente este proceso debía realizarse y concluirse el día lunes, pero se lo extendió durante el transcurso de la semana porque no fue posible cumplir con el procedimiento en el plazo previamente estipulado.

F. Voto electrónico 

La Registraduría escogió tres ciudades para efectuar pruebas de voto electrónico el sábado 27 de octubre. El ejercicio se efectuó con una votación para Presidente de la República, Senado y Cámara de Representantes. Durante el simulacro, la Registraduría utilizó cuatro sistemas de votación electrónica empleados en Estados Unidos, España, Canadá y Venezuela. Para 2010, la legislación establece que el sistema de votación debe haber cambiado al voto electrónico.

CAPÍTULO VII.  PRINCIPALES CONCLUSIONES DE LA OBSERVACIÓN

Durante el período pre-electoral, los observadores mantuvieron contacto con las autoridades electorales, los candidatos y los líderes de los partidos políticos, los miembros de los gobiernos locales, las autoridades de la fuerza pública y varios representantes de la sociedad civil. Cabe destacar que intercambió información y se mantuvo un diálogo fluido con la MOE local. 

El día de las elecciones, los observadores visitaron centros de votación desde la apertura de las mesas hasta su cierre y prestaron especial atención al escrutinio en las mesas y a la transmisión rápida de resultados. La información recogida por cada uno de los observadores fue enviada en tres ocasiones al Grupo Base de la Misión, que a su vez trabajó en su oportuna sistematización. El Jefe de la Misión, acompañado por una delegación de la OEA que incluyó al Director del Departamento para la Cooperación y Observación Electoral (DECO), Pablo Gutiérrez, y a la Directora del Departamento de Prensa y Comunicaciones, Patricia Esquenazi, visitó, durante la jornada electoral, varios lugares considerados “de riesgo”, como Puerto Asís en Putumayo, buscando así apoyar el mensaje de que en todos los lugares de Colombia los ciudadanos tenían el mismo derecho a ejercer el sufragio.  

Como apoyo al trabajo de todos los observadores, especialistas de la Misión de la OEA en cuestiones de logística e informática electoral estuvieron presentes durante toda la jornada en las instalaciones de la Registraduría Nacional y en el Centro de Convenciones Corferias, lugar donde se desarrollaron las actividades de pre-conteo.

Una vez cerradas las mesas de votación y ya iniciado el proceso de escrutinio, la Jefatura de Misión presentó un Informe de la Jornada Electoral en el que, además de realizar un pormenorizado análisis técnico sobre el desarrollo del proceso electoral, hizo pública la satisfacción de la Misión por el hecho de que la voluntad democrática de los ciudadanos y las instituciones colombianas se hubiera logrado imponer.

La Misión percibió con claridad la voluntad del pueblo colombiano de avanzar hacia una democracia cada vez más eficiente y participativa en la que la mayor parte posible de la población pudiera ejercer su voto en un régimen de libertades plenas. Los incidentes de orden público no fueron tan graves como para afectar el buen desarrollo el día de las elecciones. En ese sentido, la  Misión puede dar fe de que, de manera general, las elecciones del día 28 se celebraron de acuerdo con los estándares democráticos. 

Sin embargo, se presentaron problemas en las elecciones de octubre. De hecho, la Misión recibió diversas denuncias de irregularidades en cuanto a problemas organizativos como desorden, poco espacio para el voto, dificultades para garantizar su carácter secreto, o ciudadanos depurados injustificadamente. También hubo denuncias de fraude electoral según distintas tipificaciones del mismo, como corrupción al sufragante, intimidación al votante y proselitismo en lugares no autorizados.

Los observadores presenciaron como las condiciones para el voto no siempre eran las más adecuadas y como algunos delitos electorales se cometían de manera relativamente generalizada, fundamentalmente el proselitismo político en las cercanías de los recintos de votación o incluso dentro de los mismos, así como casos de corrupción al sufragante. La Misión transmitió estas denuncias oportunamente a las autoridades pertinentes.

En cuanto al período post-electoral, la Misión le concedió una especial atención al escrutinio, entendiendo que la forma en que se adelantara este proceso iba a ser fundamental para garantizar la verdadera condición democrática de las elecciones. Por ello, un grupo reducido de observadores permaneció en el país hasta el día 16 de noviembre, es decir, hasta 19 días después de la jornada electoral.

El escrutinio, sobre todo en sus fases iniciales, fue complejo y presentó algunos problemas, fundamentalmente referidos a grupos o candidatos que no aceptaban los resultados de las urnas. En algunos casos, dichos grupos/candidatos derivaron su descontento hacia la quema de urnas, ataques a los recintos de votación, organización de manifestaciones y amenazas a las autoridades electorales. La Misión expresa preocupación sobre la deficiencia de cultura democrática de varios agentes políticos, pero también reconoce que estos incidentes aislados no afectaron el proceso en su conjunto.  

Según informes de prensa, hasta 40 municipios pudieron haberse visto afectados por la violencia. El Procurador General Edgardo Maya afirmó que “tenemos conocimiento que muchos de estos hechos [de violencia] han sido incitados por alcaldes que patrocinaban candidatos
.” La Misión exhortó a las autoridades a continuar todas las investigaciones que permitieran identificar los responsables de la violencia post-electoral.

La Misión considera que los mecanismos de escrutinio son evidentemente perfeccionables y que las autoridades colombianas tienen por delante un arduo trabajo para simplificar la forma de escrutar los votos. En todo caso, y con distinto grado de agilidad, los procedimientos de escrutinio se fueron resolviendo gradualmente y en el momento en que la Misión dejó completamente el país, gran parte de ellos ya había concluido, sin mayores inconvenientes.

A. Conclusiones de la observación (por temas)

A continuación se detallan las conclusiones más importantes que surgen de la observación de las elecciones locales de octubre. (Para las principales observaciones regionales ver el Anexo VIII).

1. Traslado de registradores municipales

Casi la mitad de los registradores municipales fueron trasladados durante el período pre-electoral. La Misión entiende que los traslados tuvieron como objetivo incrementar la transparencia del proceso y, por ello, celebra la decisión de la Registraduría. Sin embargo, algunos traslados se realizaron con retraso, incluso dos o tres días antes de la elección, lo que no dio suficiente tiempo a los funcionarios para adaptarse. Los observadores de la Misión reportaron el desconocimiento de los registradores de la situación electoral de su municipio en varias regiones de Norte de Santander, Meta y Cesar.

2. Traslado de mesas

La Misión observó con preocupación el posible traslado de mesas de zonas rurales a cascos urbanos y viceversa, durante las horas previas a los comicios. En este sentido, recibió reportes al respecto desde diversas regiones del país. La Misión entiende que, por razones de fuerza mayor y conforme a la jurisprudencia del CNE, el registrador municipal puede disponer el traslado sin elevar consultas  dentro de las 24 horas anteriores a las elecciones. Sin embargo, la Misión solicitó que estas decisiones se redujeran al mínimo posible y, cuando se presentaran traslados, el Estado asumiera la responsabilidad de transportar a todos los ciudadanos a sus respectivos centros de votación. Durante la jornada electoral, los observadores constataron que el traslado de mesas no constituyó un problema grave en este proceso electoral.

3. Fotografía de los formularios E-14

La legislación colombiana no facilita el acceso de los testigos electorales a los formularios del escrutinio. En esta ocasión, las autoridades electorales autorizaron la posibilidad de que el formulario E-14, que contiene los resultados de la mesa de votación, fuera fotografiado. Sin embargo, algunas imprecisiones en cuanto al momento exacto y las condiciones en las que se podía efectuar la fotografía confundieron a registradores municipales y departamentales, candidatos y partidos, testigos electorales y jurados de votación. La Misión señaló la necesidad de que el CNE suministrara las aclaraciones pertinentes.

4. Testigos electorales 

Numerosos observadores en el terreno señalaron que los partidos políticos no tenían claro qué tipo de acceso tendrían sus testigos electorales tanto a los puestos de votación como a los centros de cómputo. La Registraduría afirmó que los testigos electorales tendrían acceso a los puestos de votación durante toda la jornada electoral. Sin embargo, la Misión observó con preocupación que la Resolución del CNE que resolvió los recursos 5478-5564 de 2007 anotó: “las funciones de los testigos electorales se concretan en el momento de los escrutinios, por lo cual es razonable que se les restrinja el acceso a los puestos de votación durante la jornada electoral”.

Asimismo, varios registradores municipales comunicaron a la Misión que, al 26 de octubre, los partidos todavía no habían designado a sus auditores técnicos para los centros de cómputo. La Misión hizo un llamado a los partidos políticos a hacer presencia en esta fase importante del proceso electoral. Al mismo tiempo, solicitó a las autoridades electorales que clarificaran los privilegios de acceso para testigos electorales y auditores técnicos.

5. Nombramiento de los jurados de votación

La Misión recibió denuncias en torno a la selección de jurados de votación. Algunos partidos señalaron que en varios municipios los jurados designados pertenecían a la misma formación política. Por ejemplo, en Sotorá, Cauca, uno de los partidos informó que de los 108 jurados de votación en el municipio, solamente cuatro pertenecían a su corporación. En Montería, Córdoba, se reportaron supuestos mecanismos que habrían permitido la distorsión en el instrumento de elección de testigos. La Misión solicitó a la Registraduría responder a las quejas y ésta mostró su disposición a actuar en los casos concretos que se denunciaron. 

6. Capacitación a los jurados de votación y a los votantes

Los observadores asistieron a varias sesiones de capacitación en cada una de las regiones y detectaron un alto nivel de ausentismo. En Valle de Cauca, por ejemplo, las sesiones observadas contaban apenas con 50 por ciento de asistencia. La Misión valoró los esfuerzos realizados mediante la Escuela Virtual de la Registraduría, pero considera que la capacitación resultó insuficiente. Cabe destacar que en Colombia los jurados no están obligados a asistir a las sesiones de capacitación, algo que quizá deba reconsiderarse.

Asimismo, la Misión percibió como débil la educación al votante, ya que observó en reiteradas oportunidades falta de conocimiento sobre las autoridades a elegir y los procedimientos a seguir. El gran número de votos nulos da fe de ello.

7. Compra de votos

La compra/venta de votos, conocida jurídicamente como “corrupción al sufragante”, es un antiguo problema. En días anteriores a las elecciones, las autoridades incautaron en Cartagena y Bogotá bolsas de efectivo que se creían destinadas a la compra de votos. En respuesta, el Gobierno anunció un plan para combatir esta situación. La Misión respaldó esta decisión y solicitó recibir los términos de dicho plan.

No obstante, la Misión se ve obligada a llamar la atención sobre este problema recurrente y generalizado de la jornada electoral. Los observadores constataron directamente cómo se compraban votos con pago en efectivo o en especie. También recibieron innumerables denuncias al respecto. 

La compra de votos se observó de manera directa en Antioquia, Atlántico, Bogotá, Bolívar, Cesar, Chocó, Córdoba, Magdalena, Meta y Nariño. La observación cuantitativa muestra que, en un 8 por ciento de las mesas de votación observadas, se detectó compra de votos. Sin embargo, es importante subrayar que la mayor parte de los casos de compra de votos confirmados por la Misión tuvo lugar, no en la mesa misma, sino en los alrededores del centro de votación. Las denuncias recibidas afectan prácticamente todo el país.

En Aguachica, Cesar, la Misión observó que el familiar de un candidato, un conocido desmovilizado de la zona, instaló una carpa cercana al centro de votación donde entregaba mercados. En Meta, se observó mucha inducción al voto en los entornos próximos a los recintos. Los observadores presenciaron la entrega de tarjetas pre-pago y mercados. Incluso un observador fue testigo de una pelea por el pago de 30,000 pesos colombianos (US $15) por un voto. En Bogotá, un observador asistió al arresto de un individuo que repartía sobres con 1,500 pesos en un centro de votación. En Cauca, los observadores recibieron fotografías que mostraban la entrega de sobres a la salida de un centro de votación. En Quibdo, la Misión confirmó que existían largas filas en algunas casas cercanas a los centros de votación porque allí era donde se hacían los pagos. En Don Matías, Antioquia, los observadores vieron cómo se pagaban los votos con mercados.

Llama la atención a la Misión que, en numerosos municipios, los votantes hayan sido autorizados a emitir su voto acompañados de adolescentes, que fueron vistos escoltando a decenas de votantes en el mismo centro. La Misión estima que esta práctica está asociada a la compra de votos. La autorización de los funcionarios electorales a asistir al puesto de votación con menores está dirigida a facilitar la votación de quienes tienen bajo su responsabilidad a niños y quienes tienen dificultades físicas para emitir su voto. La Misión considera que esta garantía que ofrecieron las autoridades fue puesta a mal uso por los corruptos y estas deben considerar mecanismos para combatirla. 

A la Misión le preocupa que la compra y venta de votos parezca una conducta éticamente reprochable para un porcentaje importante de la población. Esto requiere el compromiso de las autoridades con un plan de educación cívica de largo plazo y no sólo durante la época electoral. Se debe comenzar a actuar ya para prevenir este problema en las próximas elecciones. La Misión insta a las autoridades electorales a diseñar planes de educación ciudadana que puedan realizarse lo antes posible.

8. Voto secreto

En general, se observaron mesas de votación en espacios muy reducidos, generando aglomeraciones de gente y arriesgando el ejercicio del derecho al voto secreto, en aquellas ocasiones que era posible observar por quien votaban los demás electores. La necesidad de garantizar el secreto del voto es crítica en un escenario donde la compra de votos parece ser generalizada. De otra manera, se abre la puerta a los corruptos para verificar la conducta de los votantes. 

CAPÍTULO VIII. FINANCIAMIENTO DE PARTIDOS POLITICOS

El Estado colombiano ha avanzado notablemente en la labor de regular y transparentar el financiamiento de las campañas electorales. Aún así, en un país con las singularidades de Colombia, donde el narcotráfico tiene a su disposición enormes cantidades de dinero y los grupos irregulares pugnan por tener mayor influencia política, el uso de dinero de procedencia ilegal para subvencionar carreras electorales es un hecho difícil de evitar. 

A. El marco legal del financiamiento de los partidos y los procesos electorales

La Constitución Política  de 1991, a partir de su Título IV, (“De la participación democrática y de los partidos políticos”) y, en particular, de su Capítulo II (“De los Partidos y de los Movimientos Políticos”) en sus Artículos 109 a 111, redefine aspectos básicos del financiamiento de los partidos en cuestiones como topes, vetos y límites a los subsidios públicos y asienta el principio de transparencia. 

En 2003, la Constitución se modificó parcialmente, proveyendo financiamiento público a las campañas de los partidos y movimientos con personería jurídica y de los grupos significativos
 de ciudadanos que postulen candidatos.  La Ley de Partidos Políticos (Ley 130 de 1994, que deroga la Ley 58 de 1985) determina que tendrán acceso a dicho financiamiento los partidos con personería jurídica o con representación en el Congreso para lo cual, según el Acto 001 de 2003, deben obtener 2 por ciento de los votos. También se podrá limitar el monto de los gastos que los partidos, movimientos o candidatos puedan realizar en las campañas electorales, así como la cantidad máxima de las contribuciones privadas, de acuerdo con la misma ley.  

Para las elecciones que se celebren a partir de la vigencia del presente acto legislativo, la violación de los topes máximos de financiación de las campañas, debidamente comprobada, deberá ser sancionada con la pérdida de investidura o del cargo. La ley reglamenta los demás efectos por la violación de este precepto. Los partidos, movimientos y candidatos deberán rendir públicamente cuentas sobre el volumen, origen y destino de sus ingresos”
.   Posteriormente, la reforma constitucional de 2005 que reglamentó la reelección presidencial estableció nuevas reformas para el financiamiento de elecciones, aunque dirigidas fundamentalmente a las elecciones presidenciales.

La Ley 130 de 1994 reglamenta el financiamiento de los partidos en su Título IV (“De la financiación estatal y privada”), incorporando y reglamentando las pautas constitucionales y dividiendo el financiamiento en dos tipos diferentes: uno de carácter permanente dirigido al funcionamiento de los partidos y otro destinado exclusivamente a las campañas electorales.

El financiamiento de carácter permanente se prevé a partir del Artículo 12 de la Ley (”Financiación de los partidos”). Establece que el Estado financia el funcionamiento de los partidos y movimientos políticos con personería jurídica o con representación en el Congreso, creándose para ello un fondo con el aporte de 150 pesos colombianos por cada ciudadano inscrito en el censo electoral nacional. La distribución de ese fondo es competencia del CNE, con base en los siguientes criterios:

a) Una suma básica fija equivalente al 10 por ciento del fondo distribuida por partes iguales entre todos los partidos y movimientos políticos; 

b) El 50 por ciento entre los partidos y movimientos en proporción al número de curules obtenidos en la última elección para el Congreso de la República o para Asambleas Departamentales; 

c) El 30 por ciento para contribuir a las actividades que realicen los partidos y movimientos para el cumplimiento de sus fines y el logro de sus propósitos
. 

Las sumas repartidas mediante los dos primeros criterios serán de libre destino e inversión en actividades propias de los partidos y movimientos políticos (éstos están obligados a debatir y a aprobar democráticamente sus respectivos presupuestos), mientras que el tercer criterio es reglamentado anualmente por el CNE a partir de la consulta del número de votos obtenidos en la elección anterior para la Cámara de Representantes. 

Por su parte, el financiamiento de las campañas electorales queda normado a partir del artículo 13 (“Financiación de las campañas”): “El Estado contribuirá a la financiación de las campañas electorales de los partidos y movimientos políticos, lo mismo que las de los movimientos sociales y grupos significativos de ciudadanos que postulen candidatos”. La distribución se establece sobre la base de las siguientes reglas:

a) En las campañas para Presidente, se reponen los gastos a razón de 400 pesos por la primera vuelta y 200 pesos por la segunda vuelta por cada voto válido depositado para el candidato o candidatos inscritos, salvo que el candidato hubiese obtenido menos del cinco por ciento de los votos válidos en la elección; 

b) En las campañas para Congreso de la República, se reponen los gastos a razón de 400 pesos por cada voto válido depositado para la lista o listas de los candidatos inscritos; 

c) En el caso de las elecciones de Alcaldes y Concejales, se reponen a razón de 150 pesos por voto válido depositado para la lista o listas de los candidatos inscritos. En el caso de las elecciones de Gobernadores y Diputados, se reconocen los gastos a razón de 250 pesos por voto válido depositado para los candidatos o listas debidamente inscritos. 

d) Los municipios y distritos contribuirán a la financiación de la elección de las Juntas Administradoras Locales; el monto será determinado por el respectivo Concejo Municipal. 

La reposición de gastos de campañas sólo podrá hacerse a través de los partidos, movimientos u organizaciones adscritas y los grupos o movimientos sociales. Cuando se trate de candidatos independientes o respaldados por movimientos sin personería jurídica, la partida correspondiente será entregada al candidato o a la persona natural o jurídica que él designe. Los partidos y movimientos políticos distribuirán los aportes estatales entre los candidatos inscritos y el partido o movimiento, de conformidad con lo establecido en sus estatutos. Aquellos que concurran a las elecciones formando coaliciones determinarán previamente la forma de distribución de los aportes. De lo contrario, perderán el derecho a la reposición estatal de gastos. 

Del mismo modo, se norma el aporte de particulares a las diversas campañas electorales, estableciendo que, si bien estos aportes son legales, “ningún candidato a cargo de elección popular podrá invertir en la respectiva campaña suma que sobrepase la que fije el CNE, bien sea de su propio peculio, del de su familia o de contribuciones de particulares”.

Es necesario aclarar que el CNE posee potestad para fijar, seis meses antes de las elecciones, la suma límite de los gastos de campaña. Esto permite reducir los gastos de campaña e instituir cierta paridad entre los candidatos, aumentando la importancia de las propuestas políticas y reduciendo el peso del potencial económico.

El Título V (“Publicidad y rendición de cuentas”) establece (Art. 18. “Informes públicos”) que los partidos, movimientos y las organizaciones adscritas a los grupos o movimientos sociales a los que alude la ley, así como las personas jurídicas que los apoyen, deben presentar Informes Públicos al CNE.  Su contenido debe incluir lo siguiente: a) Los ingresos y egresos anuales del partido o del movimiento antes del 31 de enero de cada año; b) La destinación y ejecución de los dineros públicos que les fueron asignados; y c) Los ingresos obtenidos y los gastos realizados durante las campañas. Además, en las Rendiciones de Cuentas, se consignarán las siguientes categorías de ingresos: a) Contribución de los miembros; b) Donaciones; c) Rendimientos de las inversiones; d) Rendimientos netos de actos públicos, de la distribución de folletos, insignias, publicaciones y cualquier otra actividad lucrativa del partido o movimiento; e) Créditos; f) Ayudas en especie valoradas a su precio comercial; y g) Dineros Públicos. En cuanto a los gastos, se deberán anotar: a) Gastos de administración; b) Gastos de oficina y adquisiciones; c) Inversiones en material para el trabajo público del partido o del movimiento, incluyendo publicaciones; y d) Actos públicos.

B.  Tribunal Nacional y Seccionales de Garantías y Vigilancia Electorales
Es importante hacer mención al Tribunal Nacional y Seccionales de Garantías y Vigilancia Electorales
  y su importante papel en el control del financiamiento y los gastos de campaña.  Entre sus funciones está la de “vigilar el estricto cumplimiento de las resoluciones y demás disposiciones del CNE sobre financiación de campañas políticas, propaganda electoral y en general las que dicte esta Corporación en ejercicio de las atribuciones que le confieren la Constitución Política y la Ley”
. Poseen capacidad para monitorear las cuentas de las campañas, los estados de tesorería, el ingreso de recursos en dinero y en especie, la publicidad y la propaganda, así como pedir informes periódicos sobre las cuentas bancarias de los candidatos. Podrán también tomar determinaciones inmediatas sobre hechos violatorios de las normas electorales. 

Sin embargo, en las elecciones de octubre sólo fueron constituidos Tribunales en 15 de los 32 departamentos del país
.  En los lugares en los cuales no ha sido creado este órgano, son los Registradores Delegados los que deben ejercer el debido control. Todo indica que el trabajo de los Tribunales no ha sido suficiente para evitar los problemas con el manejo de recursos por encima de los montos pre-establecidos.

C.  Rendiciones de cuentas

Los partidos y los candidatos están obligados a rendir cuentas ante el CNE, tanto en los períodos electorales como en aquellos no electorales. La rendición de cuentas se realiza dentro de un plazo no mayor a 30 días de finalizados los comicios o el año fiscal. Los informes son auditados por el Tribunal Electoral y luego deben ser publicados por los partidos en una gaceta nacional.

En el control estatal del financiamiento, participan la Registraduría, que se responsabiliza por el pago de los subsidios públicos, y el CNE, que recibe y juzga los informes sobre financiamiento.  A su vez, el Fondo de Campañas, que integra el CNE, audita los informes financieros de campañas y partidos y tiene la facultad de realizar investigaciones administrativas e imponer multas.

D.  Virtudes y problemas del modelo de financiamiento

El sistema de financiamiento mixto (público y privado) de los partidos y agrupaciones políticas colombianas tiene importantes aspectos positivos. El elemento estatal del sistema permite abarcar a todos los actores políticos y, al tiempo que recoge el principio de que las candidaturas más votadas deben tener acceso a mayores recursos estatales, también establece un monto fijo para todos los partidos. Garantiza así la participación en la competencia política de los partidos y movimientos de menor tamaño, lo que sin duda ha generado mejores condiciones de equidad para el ejercicio de la participación política.

Pero, por otra parte, el sistema de financiamiento también ha contribuido –aunque sin ser la única causa– a la fragmentación del sistema político. La financiación le ha abierto la puerta al surgimiento de pequeños grupos políticos, muchas veces sin mayor representatividad, que son alentados por la posibilidad de recibir fondos públicos para hacer política y presentar candidatos.

En lo relacionado a los gastos electorales, la “reposición de gastos”, es decir, que a los partidos y candidatos se les devuelva lo gastado en función de los votos recibidos, significa que los partidos, agrupaciones políticas y candidatos reciben el financiamiento después de las elecciones. Esto lleva a que el gasto corriente de las campañas deba ser, en los hechos, adelantado por los candidatos y por los partidos y movimientos, lo que significa una fuerte dependencia de la financiación privada. 

Del mismo modo, si bien los Tribunales de Garantías tienen algunas competencias para actuar en el curso de la campaña, el control de los gastos es posterior a las elecciones, lo que implica cierta pérdida de rigor respecto a la decisión de controlar de manera expedita el origen, la calidad y cantidad de los fondos recibidos. Ello lleva a que, en muchas ocasiones, se perciba con relativa claridad que el dinero gastado en las campañas supera de manera considerable los montos establecidos, sin que exista un seguimiento preciso o una actuación clara del órgano de control.

Las denuncias formales ante la Misión sobre abuso de los límites establecidos de gasto en campañas electorales no fueron especialmente numerosas
, en buena medida porque no siempre son fáciles de demostrar. No obstante, sí se recibieron numerosas comunicaciones informales y llegaron hasta la Misión rumores de toda índole sobre candidatos que, en distintas partes del país, sobrepasaban considerablemente el monto que el CNE había determinado. Esta información se veía reforzada por el examen directo de la situación por parte de los propios observadores, que confirmaron grandes desequilibrios en el despliegue de campaña entre candidatos que teóricamente habían tenido un monto tope similar. 

Establecer la realidad o falsedad de estas situaciones es función del CNE. Sin embargo, la Misión no puede quedarse al margen de estas apreciaciones y cree conveniente hacer unas reflexiones al respecto.

La normativa nacional establece un monto máximo para gastos de campaña, independientemente de que el dinero provenga del financiamiento público o privado, y es obligación de los partidos, agrupaciones y candidatos, pero también de las autoridades, cumplir esta norma, para así garantizar la competencia franca sobre la base de reglas de juego iguales para todos. Sobrepasar el monto establecido no solo viola la normativa en materia electoral sino que, además, distorsiona el proceso y rompe con la igualdad que debe existir entre las posibilidades de los aspirantes. Por ello, la Misión considera que éste es un tema central sobre el cual las autoridades deben establecer una posición clara de control, impidiendo de manera estricta que se violen las normas y sancionando de manera inmediata a quienes las violen.

Si bien las autoridades atendieron las denuncias de superación de límites de gastos, éste no parece haber sido priorizado como un problema central. La Misión evaluó que existe cierta tolerancia al respecto, probablemente porque las autoridades electorales esperan hasta el final del proceso. La Misión comprende que, en un proceso tan complicado como éste, con un número tan abrumador de candidaturas, resulta extraordinariamente difícil establecer ex – ante qué candidaturas cumplían con la norma y cuáles no. Sin embargo, algunos casos parecían tan notorios (como en el caso de la Gobernación de Santander, del Valle del Cauca o algunas zonas de Nariño) que el proceso se hubiera visto reforzado –y los electores se hubieran llevado la impresión de que el proceso era más claro y paritario– si se hubiesen tomado medidas de control más eficientes, sobre todo promoviendo un funcionamiento más rápido y eficiente de los Tribunales de Garantías Electorales. 

Las rendiciones de cuentas demostrarán en buena parte qué sucedió con los gastos de campaña y las autoridades penalizarán a quienes hayan superado los montos fijados. Aún así, la Misión estima conveniente la conformación de mecanismos de control, por ejemplo, el incremento de las auditorías externas aleatorias por parte del CNE, que sirva como elemento de apoyo a las rendiciones de cuentas.

E.  El origen del financiamiento privado
La cuestión del origen de los fondos es absolutamente primordial. Es cierto que ésta es una situación compleja que va mucho más allá de lo puramente electoral y que involucra un problema estructural de la realidad colombiana: la existencia de actores políticos irregulares (guerrilla, paramilitares, grupos emergentes, narcotraficantes) que tomaron la decisión de participar activamente en la política y poseen los medios económicos suficientes para perforar el sistema político-electoral. La Misión está convencida de que, en su mayoría, los candidatos son ciudadanos honestos que han utilizado dinero obtenido de fuentes estrictamente legales para financiar sus campañas. Aún así, antecedentes en la política colombiana, como el caso de la “para-política”, evidencian que la intervención de actores políticos irregulares en actividades electorales sí se ha producido en el pasado y que no es del todo improbable que se haya repetido durante este proceso electoral, así sea en casos aislados. 

Un sistema democrático no puede aceptar –a riesgo de dejar de serlo– que uno solo de los gobernadores, alcaldes o concejales elegidos esté representando intereses ilegítimos. El hecho de que representantes políticos vinculados con la “para-política” y elegidos en debates electorales anteriores estén siendo judicializados demuestra que el Estado colombiano comparte esta convicción.

Es importante que la normatividad establezca, de manera minuciosa, de dónde pueden provenir los recursos privados, prohibiendo taxativamente el uso de donaciones anónimas, del exterior o de personas naturales o jurídicas con antecedentes delictivos. Los electores deben saber con exactitud de dónde sacan sus recursos los distintos candidatos para que así su voto se cualifique. Sin embargo, en la actualidad, se aprecia cierta opacidad al respecto, porque los candidatos no están obligados a informar públicamente durante la campaña sobre el origen de su financiamiento. Esta es una práctica sobre la que es necesario que los actores políticos colombianos reflexionen y recuerden que la información pública debe ser abundante y permanente.  

CAPÍTULO IX. ANÁLISIS DE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN

A.  Legislación en materia de medios

Colombia cuenta con un sistema mixto de franjas y límites para hacer propaganda política. En el Artículo 111 de la Constitución Política, se establece que los partidos y movimientos políticos, con personería jurídica, tienen derecho a hacer uso de los medios de comunicación social del Estado de manera gratuita. El Estado otorga espacios gratuitos en los medios públicos, tanto en radio como televisión, pero también permite la compra de espacios adicionales en tanto se respeten los límites globales del gasto de campaña. De acuerdo con la Constitución
, el Consejo Nacional Electoral (CNE) es el órgano encargado de reglamentar la participación de los partidos y movimientos políticos en los medios de comunicación social del Estado.  

La Ley 130 de 1994 reglamenta la publicidad y propaganda política. Establece una diferencia entre la divulgación y la propaganda política. Por divulgación política, se entiende la que, con carácter institucional, tiene por objetivo difundir y promover los principios, programas y realizaciones de los partidos y movimientos. Mediante este tipo de publicidad los partidos o movimientos no pueden buscar apoyo electoral. Por propaganda electoral se entiende toda aquella que tiene por objetivo obtener apoyo para los candidatos a ser elegidos en los distintos comicios. De acuerdo con la legislación vigente, este tipo de publicidad sólo podrá realizarse durante los tres meses anteriores a la fecha de la elección. De esto se desprende que, en las pasadas elecciones, el período habilitado para hacer propaganda política comenzó el 27 de julio de 2007. 

Es importante aclarar que, de acuerdo con la Ley 130, los partidos y movimientos políticos con personería jurídica tienen derecho a acceder gratuitamente a los medios de comunicación social del Estado en forma permanente para la divulgación de los programas institucionales y dentro de los 30 días anteriores a la elección presidencial o del Congreso de la República para que los candidatos expongan sus tesis o programas. Nada aclara dicha ley sobre las elecciones locales. El pago para la utilización de los espacios se hace con cargo al presupuesto general de la Nación para lo cual se apropian anualmente las partidas necesarias. 

Para la distribución del 60 por ciento de los espacios de divulgación política se toma en cuenta la representación de los partidos y movimientos en la Cámara de Representantes, mientras el 40 por ciento restante se reparte de manera equitativa entre los partidos y movimientos con personería jurídica. Los candidatos debidamente inscritos por partidos o movimientos sin personería jurídica, por movimientos sociales o por grupos significativos de ciudadanos, tienen derecho a los espacios gratuitos dentro de los 30 días a la elección presidencial. Nuevamente, no hay mención en este caso a otro tipo de elecciones.  

Si bien los candidatos tienen derecho a hacer propaganda política tres meses antes de la fecha de la elección, en el caso de los medios de comunicación masiva esta materia está regulada de manera parcial. El artículo 26 de la Ley 130 establece que la propaganda contratada en el servicio de televisión sólo procede para la elección presidencial. Por lo tanto, no existe regulación vigente en este caso que haya sido aplicable a las elecciones de octubre. El director de la Comisión Nacional de Televisión (CNTV), Ricardo Galán Osma, afirmó en una carta publicada por el diario El Tiempo y dirigida a la Presidenta del Congreso haber recibido quejas de ciudadanos denunciando que durante el desarrollo del proceso electoral se presentaron hechos de presuntos incumplimientos. En la mencionada carta, el Director del CNTV pidió a la presidenta del Congreso evaluar la posibilidad de reformar la Ley 130 u otra legislación electoral.

En el caso de la radio privada y los periódicos, la Ley 130 estipula que los concesionarios que acepten emitir publicidad política pagada deben hacerlo en condiciones de igualdad para todos los partidos, movimientos y candidatos que lo soliciten. Dicha ley establece también que los concesionarios de las frecuencias de radios, durante los 60 días anteriores al correspondiente debate electoral, están en la obligación de pasar propaganda política a una tarifa inferior a la mitad de la comercial que rija en los seis meses anteriores a la fecha del mismo debate. El CNE señalará el número de cuñas radiales y avisos en publicaciones escritas que pueda tener en cada elección el respectivo partido o individualmente cada candidato a las corporaciones públicas. 
Durante el período de observación de la Misión de la OEA, el CNE otorgó, previo concepto de la Radio Nacional de Colombia, un espacio de cuatro minutos entre las 15:56 y las 16:00 horas en sus frecuencias AM y FM en días hábiles de lunes a viernes para divulgación política. Asimismo, previo concepto de la Comisión Nacional de Televisión, el CNE estableció el número y la duración de los espacios institucionales de divulgación política para los partidos y movimientos con personería jurídica. Determinó que se siguieran presentando en el horario comprendido entre las 19:00 y la 19:02 de lunes a viernes en los canales públicos y Canal RCN, Canal Caracol y otras emisoras regionales. Es importante aclarar que los espacios de divulgación política se asignan durante todo el año, dividido en tres períodos determinados por el CNE. 

Durante la campaña electoral, de acuerdo con la normativa vigente, los concesionarios de los noticieros y los espacios de opinión en televisión deberán garantizar el pluralismo, el equilibrio informativo y la imparcialidad. Además, la Ley 130 establece que de toda publicidad gratuita en radios o periódicos debe quedar constancia escrita y se computará como donación al respectivo partido, movimiento o candidato, para lo cual se estima su valor con base en las tarifas cobradas a otros partidos o personas. 

El Decreto Presidencial No. 3950 de 2007 prohibió durante el día de las elecciones toda clase de propaganda, manifestaciones, comunicados y entrevistas con fines político-electorales a través de radio, prensa y televisión. Una vez cerrada la votación, los medios de comunicación sólo estuvieron autorizados a suministrar información sobre resultados electorales provenientes de las autoridades electorales de las mesas y de la Registraduría y sus dependencias. Además, el Decreto estableció que los medios de comunicación debían, en el caso de difundir datos parciales, indicar la fuente oficial, el número de mesas del que provenía el resultado, el total de mesas de la circunscripción electoral y los porcentajes correspondientes al resultado suministrado. En relación con la información de orden público, el Decreto obligó a los medios de comunicación a transmitir, durante el día de las elecciones, únicamente información previamente confirmada por fuentes oficiales. 

B. Monitoreo de medios de la MOE local
La MOE local, una iniciativa de observación que congrega a más de 200 organizaciones de la sociedad civil, realizó un monitoreo de medios gracias a la colaboración de más de 400 alumnos de 18 universidades y sus respectivos profesores. Los estudiantes observaron en forma continua y sistemática, desde el 8 de agosto y hasta el 4 de noviembre, 18 periódicos, 11 noticieros radiales y 13 noticieros televisivos.

De este estudio se desprende que los medios nacionales concentraron su cobertura en las condiciones del proceso electoral mismo, dando especial relevancia al proselitismo realizado por los candidatos. El estudio también destacó que, a lo largo del período observado, se dedicó poca atención a los programas de gobierno de los candidatos. La MOE local concluyó que los medios nacionales tuvieron una posición centralista dando mayor visibilidad a los candidatos a las alcaldías de Bogotá, Medellín y Cali. 

CAPTÍTULO X. RECEPCIÓN, TRATAMIENTO Y SEGUIMIENTO DE DENUNCIAS

Cabe reiterar que la Misión no pretendió suplantar las funciones ni competencias de las autoridades nacionales y no contó con atribuciones jurídicas para investigar o dirimir las denuncias. La función de la Misión se limitó a recibir aquellas denuncias de los ciudadanos, partidos, agrupaciones políticas o candidatos para trasladarlas a las autoridades nacionales apropiadas. Se aceptaron sólo aquellas denuncias con cierta verosimilitud y se omitieron aquellas que la Misión consideraba basadas en rumores y testimonios de segunda mano. En la medida de lo posible, la Misión exigió que el mayor número de denuncias contaran con material de apoyo y siempre aconsejó al denunciante que acudiera a las instituciones nacionales apropiadas.

A. Tipología de los actos contrarios al proceso electoral 

Los actos enmarcados en la normativa colombiana y que fueron denunciados de modo más frecuente en el proceso electoral son los siguientes: 

1) Amenazas;

2) Restricciones a la movilidad;

3) Intimidación al sufragante (obligar votar por una opción o no dejar de votar); 

4) Perturbación del certamen democrático;

5) Corrupción al sufragante (promesas, pagos o entrega de dinero o dádivas, destinados a modificar la intención de voto de los ciudadanos); 

6) Fraude al sufragante;

7) Fraude en la inscripción de cédulas (“trashumancia”);

8) Retenciones ilegales o secuestros;

9) Intervención de funcionarios públicos en el proceso electoral;

10) Voto fraudulento; 

11) Alteración de resultados electorales.

B. Clasificación de las denuncias en la Misión

Respecto de las cuestiones temáticas, hay cuatro grandes grupos:

1) Solicitudes de observación especial: Si bien no son denuncias estricto senso, parten de la constatación de una posible situación irregular y de la idea que esa irregularidad va a derivar en mayores anomalías durante el día de las elecciones y las jornadas posteriores. Esas solicitudes se centraron en el día de las elecciones, pero también se produjeron algunas durante la etapa post-electoral. 

2) Denuncias de mecánica electoral: Aquellas centradas en cuestiones estrictamente relacionadas con la mecánica electoral pero que no necesariamente se refieren a una actividad conscientemente fraudulenta y que, por lo tanto, también pueden implicar errores en el proceso, como problemas con el software y pedidos de cambio de autoridades electorales.

3) Denuncias de fraude electoral: Aquellas que implican una vulneración supuestamente consciente del orden electoral, como la participación de los funcionarios en la política, trasteo de votantes y corrupción al sufragante.

4) Orden público: La complejidad de los problemas de orden público en Colombia incide de manera directa y permanente en la situación electoral, por lo que es lógico que buena parte de las denuncias recibidas por la Misión tienen que ver con elementos de orden público vinculados a la situación de los candidatos: amenazas, secuestros y robo de material electoral.  

C. Tratamiento de las denuncias por parte del Estado colombiano

La confluencia de varios organismos con distintas competencias, según el tipo del delito electoral, hizo complejo el tratamiento de denuncias por parte de la ciudadanía. Si bien las competencias de las diferentes instancias electorales ya están establecidas en otras partes del presente informe, es conveniente recordarlas en materia de tramitación de denuncias. El CNE conoce y decide definitivamente los recursos que se interpongan contra las decisiones de sus delegados sobre escrutinios generales. Asimismo, el CNE designa un Tribunal Nacional y Tribunales Seccionales de Garantías para garantizar el normal proceso de las elecciones, así como la imparcialidad de los funcionarios públicos. 

Por su parte, la Registraduría tiene la obligación de garantizar la organización y transparencia del proceso electoral, así como la oportunidad y confiabilidad de los escrutinios y resultados electorales. Compete a su Dirección Jurídica interpretar la ley para determinar la posición del organismo nacional sobre quejas e impugnaciones legales.  

La  Procuraduría General de la Nación y, en particular, su Comisión Nacional de Control y Asuntos Electorales, recibe y tramita denuncias en las materias de sus competencias, como inhabilitaciones y participación en política de funcionarios públicos. 

La Fiscalía General de la República tiene competencia en aquellos casos contemplados en el Código Penal, básicamente los siguientes: perturbación del certamen democrático; intimidación al sufragante; fraude al sufragante; fraude en inscripción de cédulas; corrupción al sufragante; voto fraudulento; favorecimiento de voto fraudulento; mora en la entrega de documentos relacionados con una votación; alteración de resultados electorales; ocultamiento, retención y posesión ilícita de cédulas; y denegación de inscripción. 

Durante estas elecciones, por primera vez en la historia electoral colombiana, se creó una entidad unificada, la Unidad de Reacción Inmediata para la Transparencia Electoral (URIEL), que agrupa a todas las entidades del Estado que tienen competencias en cuanto a los delitos electorales.

La URIEL, creada por el Decreto Presidencial de marzo del 2007, está conformada por representantes del Ministerio del Interior y de Justicia, la Registraduría, la Procuraduría, la Fiscalía, la Contraloría General de la República, la Defensoría del Pueblo, la Personería, el CNE, la Rama Judicial, la Oficina Anticorrupción de la Presidencia de la República y la Fuerza Pública. Se encarga de atender las denuncias sobre delitos de grupos alzados en armas o delincuentes, faltas disciplinarias o irregularidades en la ejecución de recursos públicos, que atenten contra el proceso electoral. Cuando la denuncia lo ameritaba, la URIEL desplazaba comisiones al lugar de los hechos para realizar los procedimientos de carácter penal, fiscal y/o disciplinario, y adoptar las respectivas medidas legales. La URIEL facilitó notablemente la tramitación de las denuncias y permitió dotar de más transparencia y confiabilidad al proceso en general. 

Finalmente, las Comisiones para la Coordinación y Seguimiento de los Procesos Electorales, donde se encuentran representantes de alto nivel de todas las instituciones anteriores, junto con funcionarios de la Defensoría del Pueblo y Ministerio de Justicia, así como mandos de la Policía y el Ejército colombiano, también sirvieron como foro de presentación y tramitación de denuncias electorales.

D.  Tratamiento de las denuncias por parte de la Misión

El tratamiento de la Misión a las denuncias tuvo diferentes formas. Por un lado, se estableció una actuación de carácter preventivo. Una parte importante en este trabajo preventivo fue en cuanto a los casos de observación especial y a los candidatos amenazados. Este monitoreo se realizó desde las oficinas de coordinación cercanas y desde las oficinas del Grupo Base en Bogotá.   

Las denuncias tenían un tratamiento diferenciado en base al lugar dónde fueran recibidas. Las denuncias recibidas directamente por el Grupo Base se tramitaban ante las autoridades nacionales, mientras que las recibidas por las coordinaciones departamentales se tramitaban frente a las propias autoridades locales, salvo que el tema ameritase también su reenvío a las autoridades nacionales, en cuyo caso se tramitaba ante ambas instancias. A nivel nacional, se estableció un enlace directo con las instancias previamente descritas para asegurar el adecuado seguimiento de las denuncias.

E. Zonas de observación especial
Los candidatos, los partidos, y las autoridades electorales y políticas, se dirigieron a la misión para expresar su preocupación sobre determinadas localidades o puestos de votación donde era previsible que, considerando los antecedentes del lugar o sobre la base de lo que estaba sucediendo durante la campaña, se produjeran percances antes, durante o después de la elección. En prácticamente todos los casos, se decidió darle un tratamiento prioritario a aquellos lugares donde se había solicitado esta observación especial, aunque las decisiones que se tomaron a este respecto estuvieron matizadas por las limitaciones logísticas y de seguridad. Como se puede observar en el Anexo IX, Cuadro I, las zonas de especial atención sugeridas por los actores políticos cubren 20 de los 32 departamentos del país. 

Las actuaciones realizadas fueron en tres direcciones: a) tomar la decisión de que se realizara observación permanente en esos lugares; b) para aquellos lugares a los que no fuera posible desplazar observadores para estadías más largas, visitar el emplazamiento en algún momento previo a las elecciones y establecer enlaces directos con los candidatos y las autoridades para monitorear la situación desde la coordinación departamental más cercana o; c)  establecer los enlaces y el monitoreo de la situación desde la coordinación departamental más cercana, desde el Grupo Base en Bogotá o desde ambos lugares.

F. Denuncias Pre-electorales

Durante la etapa pre-electoral, la Misión recibió de manera directa, un conjunto de denuncias relacionadas tanto con la mecánica electoral como con el orden público. (Ver Anexo X, “Denuncias Pre-electorales”). Es importante destacar que, en relación con el número de problemas electorales que se produjeron en el país, las denuncias reflejadas en el informe son relativamente pocas. La lista adjunta incluye aquellas denuncias acopiadas directamente por los observadores durante su trabajo de observación y que cuentan con alguna constatación concreta. Vale destacar también que el cuadro no incluye las denuncias recibidas en relación con amenazas y secuestros a candidatos.

Los problemas pre-electorales más preponderantes incluyeron los siguientes: trashumancia electoral, compra de votos, parcialidad de los funcionarios electorales, problemas con el software, traslados irregulares de mesas, inhabilitaciones y la participación de funcionarios públicos en la actividad política. 

G. Denuncias – Día de las Elecciones

Las denuncias recibidas por la Misión durante la jornada electoral se refieren a problemas relacionados fundamentalmente con la mecánica electoral, pero también intentos de fraude y corrupción al sufragante.  La lista de las denuncias recibidas por la Misión durante la jornada electoral se encuentra en el Anexo X, “Denuncias Día de las Elecciones”.

H. Denuncias Post-electorales

El número de las denuncias sobre la etapa post-electoral es reducido. (Ver Anexo X, “Denuncias Post-electorales”). Esto no significa que no se hayan presentado problemas, sino que las vías de canalizarlos fueron otras, considerando que los actores políticos mantienen mecanismos directos de reclamo en las Comisiones de Escrutinio.

Los problemas que se presentaron fueron los tradicionales de los procesos de escrutinio: existencia de supuestas diferencias entre formularios y no admisión de demandas, por ejemplo. Una vez concluidas las elecciones y en el marco de la última Comisión Nacional de Seguimiento celebrada el miércoles 31 de octubre, el Sr. Ministro de Justicia, Dr. Carlos Holguín, solicitó que la Misión diera un seguimiento especial a los escrutinios en el departamento de Córdoba. A fin de atender esta solicitud, se enviaron más observadores a la zona.

I. Recopilación de las denuncias

El siguiente cuadro resume las denuncias recibidas por la Misión durante las tres etapas del proceso electoral (pre-electoral, día de las elecciones y post-electoral), según su tipificación:

	Conducta

	Número de Denuncias


	Intervención en política
	3

	Trashumancia electoral
	10

	Presuntas irregularidades electorales
	19

	Amenazas de grupos al margen de la ley
	4

	Corrupción de sufragante 
	12

	Intimidación al sufragante
	5

	Solicitud de traslado de registrador
	3

	Fraude en inscripción de cédulas
	3

	Perturbación del certamen democrático
	3

	Abuso de autoridades 
	6

	Fraude informático
	3

	Inhabilitación
	4

	Traslados irregulares de mesas
	2

	Superación montos económicos aprobados
	1

	Depuraciones
	9

	Proselitismo ilegal
	1

	TOTAL
	88



Sólo se consideraron las denuncias que contaban con algún tipo de sustento o que, a juicio del observador y en el contexto de la denuncia, fueran consideradas como factibles. No se consideran los casos de corrupción al sufragante o de proselitismo ilegal frente o dentro de los centros de votación.

J. La consideración del delito electoral
En múltiples ocasiones, la Misión observó que, pese a estar recogidos en la legislación vigente, diversos delitos electorales se consideraban como una práctica consuetudinaria sin mayor trascendencia. Esta práctica llevaba a quienes habían cometido los delitos a admitirlos públicamente, aparentemente sin comprender que su confesión los auto-incriminaba.   

Si bien las pruebas son múltiples, se hace referencia aquí a algunos ejemplos para demostrar lo anterior. El primero es el trasteo de indígenas en Guainía y cómo los candidatos responsables lo admitieron públicamente en la Comisión de Coordinación y Seguimiento Electoral Departamental, en presencia de las autoridades de la Registraduría, la Procuraduría, la policía departamental, los representantes de los partidos políticos y los observadores internacionales y nacionales. El alegato de que “siempre se había hecho” parecía ser más poderoso que el hecho de que fuera un delito tipificado por la normativa electoral. En este sentido, la acción de la Fiscalía fue la de iniciar un trámite de judicialización de modo que se sentara un precedente.

El segundo ejemplo tiene lugar en el Guaviare, donde el candidato a la gobernación, según el audio presentado por el denunciante, aceptó públicamente en un debate público haber comprado de votos. Que un candidato acepte, sin que fuera sometido a ningún tipo de presión, que ha cometido un delito significa, con mucha probabilidad, desconocimiento del mismo.

Durante la jornada electoral, los observadores fueron testigos de infinidad de casos de entrega de pequeñas dádivas –desde una cajetilla de cigarros hasta un vale por un almuerzo–o dinero a los electores y proselitismo dentro de los recintos de votación. En la mayoría de los casos, cuando se hablaba con las personas que estaban violando la norma, éstas alegaban que se limitaban a apoyar a su candidato. Se deduce, entonces, que existe una importante falta de comprensión, bien sea sobre el delito o sobre las responsabilidades que supone violar la ley, probablemente porque el delito no ha sido suficientemente reprimido con anterioridad.

CAPÍTULO XI. RECOMENDACIONES

La Misión de la OEA considera que las Elecciones para Gobernadores, Alcaldes, Concejos y Juntas Administradoras Locales se desarrollaron de manera ordenada, democrática y transparente.  La Registraduría Nacional del Estado Civil aseguró el buen desarrollo de la votación para que más de 14 millones ciudadanos colombianos ejercieran su derecho al sufragio el 28 de octubre. El Consejo Nacional Electoral (CNE) cumplió con sus funciones fiscalizadoras en el escrutinio definitivo y ofreció un importante mecanismo de resolución de disputas.  

Asimismo, la Misión reconoce el notable esfuerzo realizado por el Estado colombiano, en particular el Ministerio del Interior, la Policía Nacional y las Fuerzas Armadas a fin de asegurar la integridad física de los millones de personas que participaron como candidatos, funcionarios electorales y votantes. Otras instancias estatales como la  Procuraduría General, la Defensoría del Pueblo y la Fiscalía General, cumplieron roles sumamente importantes en lo que concierne la investigación de denuncias e irregularidades. Cabe destacar la importancia del Centro Integrado de Inteligencia Electoral (CI2E) y la Comisión de Coordinación y Seguimiento Electoral, que fue encabezada por el Ministro del Interior a nivel nacional y por los gobernadores a nivel departamental. El trabajo de estas entidades coordinadoras contribuyó a la eficiencia y transparencia del proceso electoral en Colombia.

Por ultimo, la Misión considera que la participación de la Misión de Observación Electoral local, una iniciativa de más de 200 organizaciones no gubernamentales, como observadores en el proceso electoral en su totalidad, cubriendo no solamente el sufragio el día de las elecciones, sino también el papel de los medios de comunicación, el mapeo de riesgo y el financiamiento de la actividad política, constituye un instrumento importante para promover la participación ciudadana en la democracia y la transparencia en las elecciones.

En procesos electorales con miles de candidatos y cargos en juego, en un país tan extenso como Colombia, los desafíos son grandes y numerosos. Ninguna elección es perfecta y la Misión notó algunas deficiencias en este proceso. Por ello, y con el objeto de apoyar el mejoramiento de las condiciones en las que se desarrollan los procesos electorales en Colombia y de apoyar el perfeccionamiento de los aspectos técnicos y logísticos de los mismos, la Misión elaboró una serie de recomendaciones, que se prensentan a continuación.

A. En materia de seguridad

1. Comisión de Seguimiento y Coordinación Electoral

La Misión de la OEA destaca la conformación y el desempeño de la Comisión de Seguimiento y Coordinación Electoral, que se realizó tanto a nivel nacional, encabezada por el Ministro del Interior, como a nivel departamental, coordinada por el gobernador del respectivo departamento. Las comisiones sirvieron como mecanismo importante para solventar de forma inmediata problemas de seguridad y de índole administrativo. La inclusión de los partidos políticos y de la sociedad civil hizo más transparente el proceso y contribuyó a la confianza pública en el proceso. La Misión recomienda que las Comisiones de Seguimiento y Coordinación Electoral sigan siendo un componente permanente de las elecciones colombianas. 

2. Seguridad de los candidatos

La Misión celebra los esfuerzos realizados por las fuerzas públicas para garantizar la integridad física de los candidatos. Es necesario insistir en la importancia de la seguridad física de los candidatos. El Estado tiene la obligación de garantizarla e investigar cualquier amenaza o atentado a la misma. Cabe destacar que los candidatos también tienen la obligación de comunicar en todo momento a las autoridades apropiadas sus movimientos, especialmente pero no exclusivamente, en áreas rurales donde pueden existir mayores amenazas a su seguridad.

3. CI2E

La Misión considera que el trabajo de las entidades congregadas en el Centro Integrado de Inteligencia Electoral (CI2E) de la Policía Nacional fue eficiente y dedicado, y recomienda recrear este mecanismo de coordinación para próximas elecciones.

B. En materia de organización electoral, normatividad y procesos electorales

1. Reforma al Código Electoral

Respecto de la normativa electoral, es pertinente la simplificación y la sistematización de la normativa electoral a efectos de un solo texto normativo –Código Electoral– que recoja de manera clara, precisa y sencilla las diversas normas que regulan el proceso electoral desde su convocatoria hasta el proceso de proclamación de autoridades electas y entrega de credenciales. Esto permitirá evitar las aparentes contradicciones normativas que surgen por las múltiples disposiciones que se han dictado desde 1993 al 2002 en más de 76 normas, lo que genera normas no articuladas de difícil remisión para los operadores del proceso electoral, con mayor incidencia en los representantes de los partidos políticos, las autoridades de la Registraduría y el CNE, los miembros de los jurados de votación y demás actores políticos. 

El actual Código Electoral data de 1986 y, por lo tanto, es anterior a la Constitución Política en vigencia. Su reforma podría pasar, entre otros aspectos, por la identificación de una máxima autoridad electoral, dando fin a la existencia de dos autoridades electorales distintas –la Registraduría y el CNE. Si bien es cierto que ambas entidades tienen funciones específicas y distintas –la Registraduría administra las elecciones y el CNE escruta los resultados– la Misión recomienda considerar la conformación de una sola institución con amplias competencias de organización, regulación y fiscalización de los procesos electorales.

2. Mejora de tratamiento al censo electoral

Se recomienda que se establezca una fecha límite de modificación del censo y luego el censo sea cerrado. Esto permitiría evitar el “sistema de altas y bajas” que es altamente ineficiente y crea distorsiones y hasta problemas de orden público que llevaron a que las elecciones en un municipio fueran suspendidas. El proceso de depuración del censo es indudablemente valioso pero no debe durar hasta el día mismo de las elecciones. Los votantes necesitan saber si podrán votar y dónde lo harán, y aquellos que se consideran injustamente eliminados deben tener recursos legales disponibles para utilizar con suficiente antelación.   

Se recomienda también analizar el mecanismo de inscripción de cédulas para optimizarlo, ya que es allí donde se origina el problema de la trashumancia, que luego obliga a la depuración del censo electoral.

Con el objetivo de darle transparencia a todo el proceso, se sugiere que el censo sea público, en particular para los actores electorales y principalmente para los partidos políticos. Si por cuestiones de seguridad se necesita restringir de algún modo la publicación del censo, se pueden encontrar mecanismos que conjuguen la necesaria transparencia con la salvaguarda del orden público.  

3. Papeletas y formularios

Se recomienda munir las papeletas de algún nivel de seguridad para evitar casos de que se puedan marcar previamente. Se exhorta también a simplificar el diseño de las papeletas y los formularios.

4. Escrutinio

El escrutinio debe mejorarse, creando fórmulas que permitan a los testigos seguir de manera más activa el conteo de los tarjetones y el paso de los votos a los respectivos formularios. 

Es necesario también que los testigos tengan acceso a copias de todos los formularios y a toda la documentación que consideren oportuna para obtener las garantías de transparencia necesaria. Desde el 2002, la OEA ha detectado una de las fallas que explican la relativa facilidad del fraude y su difícil detección: no existe una reglamentación que obligue a la entrega de una copia legítima de los resultados de los escrutinios de mesa a los representantes de los partidos y los movimientos políticos.  Por eso, la OEA recomienda que, si no se autoriza la entrega de una copia del formulario E-14 a los testigos electorales, éste fuera publicado en algún lugar visible del centro de votación. Además, si éste fuera el caso, se debería replantear la incorporación de colillas adicionales al formulario cuenta-votos.  Este documento debería contener seguridades que lo identifiquen inequívocamente y se debería poder considerarlo suficiente elemento de reclamación durante el escrutinio

Se recomienda también modificar el Art. 193 del Código Electoral de modo que se establezca con claridad las instancias pertinentes de resolución de conflictos y que, salvo excepciones, las reclamaciones no puedan ser presentadas en instancias superiores a las correspondientes.

C. En materia organizacional

1. Centros de votación 

Se recomienda seleccionar centros de votación que reúnan condiciones adecuadas para la votación –por ejemplo, lugares donde personas mayores o discapacitadas puedan acceder a sus mesas.  Asimismo, es importante asegurar que se coloque a la entrada de los centros de votación información que oriente al votante en cuanto a la mesa donde debe ejercer el voto y lograr una mejor distribución de las mesas en los recintos. La mala distribución de los cubículos de votación contribuyó a la vulneración del derecho a un voto secreto.  

2. Capacitación de los jurados de votación

La observación mostró un pobre rendimiento de los jurados de votación. Es verdad que el sistema de escrutinio es sumamente complejo. Es esencial mejorar la capacitación de los jurados de votación y considerar la obligatoriedad de la asistencia a las sesiones de capacitación.

D. En materia de procesos informáticos

1. Resultados por mesa de votación 

En las consultas de los boletines emitidos en el pre-conteo, se recomienda incorporar resultados agregados por puesto de votación, de manera a que los testigos electorales cotejen sus resultados contra los arrojados por el pre-conteo.

2. Copia adicional del formulario E – 14  

Se recomienda incluir una copia adicional del formulario E-14 para realizar el proceso de escaneado que incluya las mismas seguridades de los formularios E-14 que van dirigidos a los delegados departamentales y a los claveros. Resulta muy delicado que, ante la ausencia del sobre de los claveros, no se disponga de una copia extra segura, lacrada y resguardada en otro sitio.

E. En materia de financiamiento de la actividad política

1. Topes de campaña

Se deben tomar medidas estrictas contra aquellos candidatos que superen los límites de gasto de campaña establecidos por el CNE. El sistema actual se basa en el trabajo de los Tribunales de Garantías Electorales y en las rendiciones de cuenta ex post (que incluyen auditorías por parte del CNE). Sin menoscabar la importancia de ambos mecanismos, todo parece indicar que son insuficientes para garantizar que, durante la campaña, los candidatos se vean obligados a no desbordar los límites establecidos o a no buscar mecanismos que les permitan ocultar parte de sus gastos. 

2. Tribunales de Garantías Electorales 

La Misión sugiere a las autoridades colombianas el fortalecimiento de los Tribunales de Garantías Electorales, ampliando sus competencias de fiscalización y de decisión, dotándoles de financiamiento estable y suficiente, y conformando Tribunales en los 32 departamentos del país.

Se sugiere que se creen mecanismos más ágiles e inmediatos para establecer con precisión cuándo el límite fijado por el CNE está siendo superado, garantizando así que todos los candidatos estén sujetos a las mismas reglas. Se podría dotar de competencias a los Tribunales para la realización de “auditorías especiales” o “evaluaciones de medio término” sobre candidatos sobre los que pesen denuncias de exceso de gasto. Se podrían también considerar evaluaciones aleatorias con carácter previo.

3. Rendición de cuentas y sanciones

Es importante que se sancione de manera estricta el incumplimiento de las obligaciones de rendición de cuentas. La Misión sugiere que se estudien medidas contra aquellos candidatos o partidos que no rindan cuentas o que presenten cuentas incompletas o incorrectas. No es infrecuente que el CNE deba devolver los informes a los partidos o candidatos para que estos establezcan correcciones. Esa práctica promueve desconfianza respecto de la transparencia de las rendiciones de cuentas, por lo que se sugiere eliminarla o reducirla al mínimo. Se debe suponer que los partidos y candidatos poseen claridad sobre sus gastos y, por lo tanto, se les debe exigir que, salvo excepciones, sus informes sean correctos y no precisen de correcciones. 

En la medida que los actores políticos estén mejor capacitados sobre los requerimientos de la rendición de cuentas, puede esperarse que los errores de buena fe tiendan a disminuir. El documento explicativo “Cuentas Claras en Elecciones” es un instrumento importante, pero se debe continuar haciendo énfasis en la capacitación a los partidos, agrupaciones políticas y candidatos.

4. Anticipo de dineros públicos 

Se recomienda establecer un sistema de anticipos de dineros públicos para la realización de actividades electorales programadas, preestablecidas y concretas (por ejemplo, impresión de medios gráficos, alquiler de publicidad y otros). Estos anticipos deben tener límites claramente determinados y deben crearse instrumentos que controlen de manera estricta su uso. Esto reducirá la dependencia en el financiamiento privado durante las campañas político-electorales. 

5. Regulación de aportes privados  

Se aprecia cierto vacío legal sobre la procedencia de los fondos privados de financiamiento de las campañas electorales. En ese sentido, para clarificar el origen de los mismos, la Misión sugiere analizar reformas normativas que establezcan regulaciones más precisas para las aportaciones privadas, reglamentando más exhaustivamente (o prohibiendo en su caso), aportes anónimos, aportes provenientes del extranjero, provenientes de empresas con contratos con el Estado
, o de personas naturales o jurídicas con antecedentes delictivos.

6. Difusión de la información

Se sugiere una modificación normativa que obligue a todos los candidatos a informar durante la campaña electoral, de modo público y abierto, sobre el origen de sus recursos. 

F. En materia de delitos electorales

1. Tipificación de los delitos electorales

La Misión considera urgente ampliar la información disponible a los ciudadanos, candidatos e incluso autoridades públicas respecto de la tipificación del delito electoral. La impresión generalizada es que muchos delitos se comenten básicamente por desconocimiento de la norma. 

2. Educación cívica 

La Misión exhorta a las autoridades electorales a diseñar un plan de educación ciudadana para combatir los delitos electorales y, en particular, la compra de votos. Éste no debería estar limitado a la época electoral; la compra de votos debe comenzar a combatirse de inmediato.

3. Importancia de la Unidad de Reacción Electoral Inmediata (URIEL)

En un país donde las denuncias electorales deben ser procesadas por cuatro instituciones diferentes –la Fiscalía, la Registraduría, la Procuraduría y el CNE, la experiencia de la Unidad de Reacción Electoral Inmediata (URIEL) facilitó a los ciudadanos la presentación de denuncias de modo sencillo y centralizado. La Misión recomienda a las autoridades nacionales institucionalizar el trabajo de la URIEL, dotándole de cierta institucionalidad, aunque no por ello se cambie el hecho de su existencia exclusiva en tiempos electorales, dándole presupuesto, capital humano y tiempo de trabajo suficiente.

4. Participación en política de los funcionarios públicos 

El Art. 127 de la Constitución Política establece que “los empleados del Estado que se desempeñen en los órganos judicial, electoral, de control y organismos de seguridad les está prohibido tomar parte en las actividades de los partidos y movimientos y en las controversias políticas (…) La utilización del empleo para presionar a los ciudadanos a respaldar una causa o campaña política, constituye causal de mala conducta".

La amplitud de este artículo ha llevado a penalizar todo tipo de contacto entre los candidatos y los miembros de la administración pública, al extremo de que incluso se consideran ilegales contactos que no necesariamente tienen una intención electoral. Diversos actores políticos han denunciado ya que la legislación se ha llevado a su límite y que es necesaria una corrección. Lo adecuado sería encontrar una normativa que sí penalice la utilización de recursos públicos en campañas privadas o la participación en política de las autoridades electorales, pero que no reduzca la capacidad de los empleados públicos de opinar o manifestar su apoyo individual a un candidato específico.
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	F
	Barbados
	Observador Internacional

	19
	Federico Da Costa
	M
	Uruguay
	Observador Internacional

	20
	Daniel Joyce
	M
	USA
	Observador Internacional

	21
	Jose Climaco
	M
	El Salvador
	Observador Internacional

	22
	Patricio Zamorano
	M
	Chile
	Observador Internacional

	23
	Abraham Alvarez
	M
	Mexico
	Observador Internacional

	24
	Aruna Rajulu
	F
	Canadá
	Observador Internacional

	25
	Alejandro Schilman
	M
	Argentina
	Observador Internacional

	26
	Juan Barranco
	M
	Canadá
	Observador Internacional

	27
	Dulce Carillo
	F
	Mexico
	Observador Internacional

	28
	Antonio Cardarello
	M
	Uruguay
	Observador Internacional

	29
	Alan Andrade
	M
	Mexico
	Observador Internacional

	30
	Melisa Segnini
	F
	Venezuela
	Observador Internacional

	31
	Ariel Cejas
	M
	Argentina
	Observador Internacional

	32
	Oliver Wack
	M
	Alemania
	Observador Internacional

	33
	Daniella Bercovitch
	F
	Brasil
	Observador Internacional

	34
	Pablo Benigni
	M
	Argentina
	Observador Internacional

	35
	Juan Pablo Pallamar
	M
	Chile
	Observador Internacional

	36
	Nicolas Schapira
	M
	USA
	Observador Internacional

	37
	Dieudonne Komboyaya
	M
	Etiopia
	Observador Internacional

	38
	Benjamin Lessing
	M
	USA
	Observador Internacional

	39
	Ignacio Álvarez
	M
	Uruguay
	Observador Internacional

	40
	Jimena Psathakis
	F
	Argentina
	Observador Internacional

	41
	Vannesa Granados
	F
	El Salvador
	Observador Internacional

	42
	Joao Javier Quiroz
	M
	Panamá
	Observador Internacional

	43
	Euza Pereira
	F
	Brasil
	Observador Internacional

	44
	Hans Kristian Harmark
	M
	Noruega
	Observador Internacional

	45
	Britt Schumann
	F
	Noruega
	Observador Internacional

	OBSERVADORES INVITADOS

	1
	Diana Ferrari
	F
	Suiza
	Observador Invitado

	2
	Max Oser
	M
	Suiza
	Observador Invitado

	3
	Marc Bruchez
	M
	Suiza
	Observador Invitado

	4
	Regula Brand
	F
	Suiza
	Observador Invitado

	5
	Francisco Novello
	M
	Brasil
	Observador Invitado

	6
	Paulo Carneiro
	M
	Brasil
	Observador Invitado

	7
	Lena Nordström
	F
	Suecia
	Observador Invitado

	8
	Johan Eidman
	M
	Suecia
	Observador Invitado

	9
	Torgny Svenungsson
	M
	Suecia
	Observador Invitado

	10
	Monica Wulfing
	F
	Suecia
	Observador Invitado

	11
	Åsa Svensson
	F
	Suecia
	Observador Invitado

	12
	Karin Ericsson
	F
	Suecia
	Observador Invitado

	13
	Scott Fagan
	M
	USA
	Observador Invitado

	14
	Courtney Beale
	F
	USA
	Observador Invitado

	15
	Andrei Cotton
	M
	USA
	Observador Invitado

	16
	Norm Galimba
	M
	USA
	Observador Invitado

	17
	Donald Locke
	M
	USA
	Observador Invitado

	18
	Phaedra Gwyn
	
	USA
	Observador Invitado

	19
	Tim Jonson
	M
	USA
	Observador Invitado

	20
	Marybeth Krumm
	F
	USA
	Observador Invitado

	21
	Bonnie Long
	F
	USA
	Observador Invitado

	22
	John McNamara
	M
	USA
	Observador Invitado

	23
	JC Ospina
	M
	USA
	Observador Invitado

	24
	William Popp
	M
	USA
	Observador Invitado

	25
	Jackie Valenzuela
	F
	USA
	Observador Invitado

	26
	Roberto Valles
	M
	USA
	Observador Invitado

	27
	Lala Faiz
	F
	USA
	Observador Invitado

	28
	Julie Cheng
	F
	USA
	Observador Invitado

	29
	Christine Fagan
	F
	USA
	Observador Invitado

	30
	Barbara Rocha
	F
	USA
	Observador Invitado

	31
	Adam Lenert
	M
	USA
	Observador Invitado

	32
	Tanya Urquieta
	F
	USA
	Observador Invitado

	33
	Steve Pellicia
	M
	USA
	Observador Invitado

	34
	Elaine French
	F
	USA
	Observador Invitado

	35
	Robert Manogue
	M
	USA
	Observador Invitado

	36
	Tom Targos
	M
	USA
	Observador Invitado

	37
	Susan Sanford
	F
	USA
	Observador Invitado

	38
	David Zimov
	M
	USA
	Observador Invitado

	39
	Seamen Knapp
	M
	USA
	Observador Invitado

	40
	Carla Castañeda
	F
	Canadá
	Observador Invitado

	41
	Wendy Drukier
	F
	Canadá
	Observador Invitado

	42
	Patrice Laquerre
	M
	Canadá
	Observador Invitado

	43
	Jennifer Rodriguez
	F
	Canadá
	Observador Invitado

	44
	Jeff Rogers
	M
	Canadá
	Observador Invitado

	45
	Eri Tobinaga
	F
	Japón
	Observador Invitado

	46
	Fernando Rey
	M
	España
	Observador Invitado

	47
	Naira Imedio
	F
	España
	Observador Invitado


ANEXO II. DESPLIEGUE DE OBSERVACIÓN EL DÍA DE LAS ELECCIONES

	DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA
	MUNICIPIO

	
	MEDELLÍN

	
	RIONEGRO

	
	COCORNÁ

	
	EL CARMEN DE VIBORAL

	
	LA UNIÓN

	
	ITAGUÍ

	
	TITIRIBÍ

	
	AMAGA

	
	CALDAS

	
	SABANETA

	
	BELLO

	
	SANTA ROSA

	
	DON MATÍAS

	
	GIRARDOTA

	
	COPACABANA

	
	SAN CRISTÓBAL


	DEPARTAMENTO DE ATLÁNTICO
	MUNICIPIO

	
	BARRANQUILLA

	
	SOLEDAD

	
	SABANALARGA

	
	MALAMBO


	BOGOTA, DISTRITO CAPITAL
	


	DEPARTAMENTO DE BOLÍVAR
	MUNICIPIO

	
	CARTAGENA

	
	PASOCABALLOS


	DEPARTAMENTO DE BOYACÁ
	MUNICIPIO

	
	TUNJA

	
	SACHICÁ

	
	SUTAMARCHÁN

	
	CHIQUINQUIRÁ


	DEPARTAMENTO DE CAQUETÁ
	MUNICIPIO

	
	FLORENCIA


	DEPARTAMENTO DE CESAR
	MUNICIPIO

	
	PELAYA

	
	LA GLORIA

	
	AGUACHICA

	
	SAN MARTÍN

	
	GAMARRA

	
	VALLEDUPAR

	
	LA PAZ

	
	MANAURE

	
	BOSCONIA

	
	EL PASO

	
	LA JAGUA

	
	BECERRIL


	DEPARTAMENTO DE CHOCÓ
	MUNICIPIO

	
	QUIBDÓ


	DEPARTAMENTO DE CÓRDOBA
	MUNICIPIO

	
	MONTERÍA

	
	CHIMÚ

	
	SAHAGÚN

	
	CIÉNAGA DE ORO

	
	CERETÉ

	
	SAN PELAYO

	
	LORICA

	
	MONIL

	
	SAN ANTERO

	
	SAN BERNARDO

	
	MOÑITOS

	
	PUERTO ESCONDIDO

	
	LAS CÓRDOBAS

	
	MONTE LÍBANO

	
	LA APARTADA

	
	PUERTO LIBERTADOR

	
	PLANETA RICA


	DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA
	MUNICIPIO

	
	FUNZA

	
	MADRID

	
	MOSQUERA


	DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA
	MUNICIPIO

	
	RIOHACHA

	
	MAICAO

	
	URIBÍA

	
	HATONUEVO

	
	CAMARONES

	
	MANAURE

	
	ALBANIA


	DEPARTAMENTO DEL MAGDALENA
	MUNICIPIO

	
	SANTA MARTA


	DEPARTAMENTO DEL META
	MUNICIPIO

	
	VILLAVICENCIO

	
	CASTILLA LA NUEVA (1)

	
	CASTILLA LA NUEVA (1)

	
	VILLAVICENCIO Y CIUDAD PORFÍA (localidad rural de Villao)

	
	VILLAVICENCIO Y CIUDAD PORFÍA (localidad rural de Villao)

	
	VILLAVICENCIO

	
	VILLAVICENCIO


(1) En Castilla La Nueva, se suspendió la votación en la totalidad de los puestos de votación.

	DEPARTAMENTO DE NARIÑO
	MUNICIPIO

	
	IPIALES

	
	POTOSÍ

	
	BUESACO

	
	TABLÓN DE GÓMEZ

	
	SAN PEDRO DE CARTAGO

	
	PASTO

	
	MARIÑO

	
	SANDONÁ


	DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER
	MUNICIPIO

	
	CÚCUTA

	
	LOS PATIOS

	
	VILLA DEL ROSARIO


	DEPARTAMENTO DE PUTUMAYO
	MUNICIPIO

	
	PUERTO ASÍS


	DEPARTAMENTO DE RISARALDA
	MUNICIPIO

	
	PEREIRA


	DEPARTAMENTO DE SANTANDER
	MUNICIPIO

	
	BUCARAMANGA

	
	GIRÓN

	
	FLORIDABLANCA


	DEPARTAMENTO DE SUCRE
	MUNICIPIO

	
	SINCELEJO

	
	MORROA

	
	LAS OVEJAS

	
	CHALÁN

	
	COLOSO

	
	TOLÚ VIEJO

	
	SAN ONOFRE

	
	TOLÚ


	DEPARTAMENTO DE VALLE
	MUNICIPIO

	
	CALI

	
	JAMUNDÍ

	
	BUGA

	
	YUMBO

	
	PALMIRA

	
	TULUÁ

	
	CAICEDONIA

	
	CARTAGO

	
	ZARAGOZA
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(01)                                                                                         Colombia, 14 de octubre de 2007

La Misión de Observación Electoral de la OEA Condena Violencia contra los Candidatos 
  

La Misión de Observación Electoral en Colombia, de la Organización de Estados Americanos, condena los actos de violencia ocurridos en los últimos días, algunos de los cuales han costado la vida de ciudadanos colombianos. El Jefe de Misión, Dr. Dante Caputo, considera que los ataques contra los candidatos de distintos partidos y movimientos políticos representan un atentado contra la expresión libre de los colombianos y colombianas y una manifestación antidemocrática y antipopular.
 

La Misión exhorta a las autoridades nacionales y locales a investigar los crímenes cometidos y espera recibir los resultados de dichas investigaciones.  Los atentados ocurridos preocupan seriamente a la Misión, por cuanto constituyen, junto a otras demandas ciudadanas, una de las mayores preocupaciones de la sociedad colombiana  de cara a la coyuntura político-electoral. 

 



(02)                                                                                         Colombia, 22 de octubre de 2007

La Misión de Observación Electoral de la OEA Hace Público 

Informe Sobre Situación Preelectoral en Colombia

La Misión de Observación Electoral de la Organización de los Estados Americanos (OEA) hace público hoy su informe sobre la situación preelectoral en Colombia, que reúne las recomendaciones técnicas de la Misión para esta etapa del proceso. 

A partir de las evaluaciones de los observadores desplegados en el terreno, la Misión de la OEA señala que el avance en la organización de las elecciones es satisfactorio y conforme al cronograma previsto. Asimismo, en un espíritu constructivo, presenta en su informe algunas recomendaciones con el fin de mejorar el desempeño de las elecciones. 

La Misión de la OEA desea manifestar, una vez más, su rechazo al uso de la violencia para la resolución de conflictos. En este sentido, preocupan a la Misión las acciones contra candidatos por parte de grupos armados al margen de la ley.      

La Misión de Observación Electoral de la OEA continuará atenta a la evolución del proceso electoral, en estricto respeto del principio de no intervención en los asuntos internos de los Estados. 

Finalmente, la Misión alienta a las ciudadanas y ciudadanos colombianos a ejercer su derecho al voto, en un ambiente de tranquilidad y respeto, con el fin último de fortalecer la democracia.  

Se anexa el informe completo

ASDVADFVADFVADF

(03)                                                                                         Colombia, 28 de octubre de 2007


(13:30)

COMUNICADO DE PRENSA

APERTURA DE MESAS DE VOTACION

La Misión de Observación Electoral de la Organización de los Estados Americanos (MOE/OEA), que observa el proceso electoral que vive Colombia, desplegó hoy 125 observadores que han entregado su primer reporte desde 19 Departamentos más el Distrito Capital, referentes a las condiciones en que se inició la votación de este domingo. En base a esta muestra, la MOE/OEA puede informar que:  

· Todas las mesas observadas abrieron entre las 8 y las 8:20 de la mañana 

· El 99 % de las mesas observadas contaron con los materiales indispensables  para ejercer el sufragio.

· El 73 % de los puestos de votación observados cuentan con espacios adecuados para la votación. 

· El 73 % de las mesas observadas se integró con todos los jurados de votación

· En el 65% de las mesas estuvieron presentes testigos de partidos políticos

· En el 70 % de los puestos de votación observados, los electores contaron con la información adecuada sobre la ubicación de las mesas 

· En el 100% de los puestos de votación observados estuvieron presentes las fuerzas de seguridad

· Los incidentes que buscan afectar la seguridad pública, reportados a la MOE/OEA, no han alterado significativamente el normal desarrollo de la jornada electoral, hasta la entrega de este comunicado.

La Misión de Observación Electoral de la OEA, considera de la mayor importancia que, en lo que resta de la jornada, continúe el ritmo de participación observado hasta ahora.

La disposición demostrada por la ciudadanía a emitir su sufragio de manera pacífica, expresa que la participación ciudadana es el obstáculo más eficaz y contundente para quienes quieren dificultar el desarrollo de la democracia colombiana y demuestra su inequívoca voluntad de afianzar el sistema democrático. Frente a minorías que intentar decidir con el recurso de la fuerza, la intimidación, u otros medios ilegales, cómo debe ser el futuro de Colombia, hoy la mayoría de los colombianos está demostrando que nadie dictará, fuera de su voluntad soberana, el destino del país.

De la misma forma, la MOE/OEA formula un llamado a las ciudadanas y ciudadanos colombianos a seguir votando en el mismo ambiente de tranquilidad y respeto evidenciado hasta el momento.


(04) 





 Colombia, 29 de octubre de 2007









                           (12:30)

COMUNICADO DE PRENSA FINAL 

El Secretario General de la OEA, José Miguel Insulza, elogió la decisión con que la sociedad colombiana ejerció su derecho al sufragio y envió un saludo a la ciudadanía por la importante participación en los comicios regionales de ayer, domingo 28 de octubre.  

La Misión de Observación Electoral de la OEA (MOE/OEA), finalizada la jornada de ayer, informa que:

· El 100% de las mesas de votación observadas funcionaron correctamente desde las 8 a.m. hasta las 16 p.m.

· En el 89 % de las mesas de votación observadas hubo testigos de los partidos políticos a la hora del cierre.

· En el 74 % de las mesas de votación observadas, fueron atendidos los reclamos relacionados con el conteo de votos.

· En un 88% de las mesas de votación observadas las papeletas fueron supervisadas y protegidas durante el acto electoral.

· En el 8% de los puestos de votación observados se presenció compra de votos.

· En el 4% de los puestos de votación observados hubo evidencia de amenazas y/o violencia dirigida a electores.

· En el 54% de los puestos de votación observados hubo evidencia de propaganda electoral visible.

Cabe destacar que la tarea de la MOE/OEA sigue en marcha y los observadores continuarán monitoreando la totalidad del proceso, incluyendo la entrega de datos y el escrutinio definitivo.

Durante la votación, la distribución de materiales se garantizó en la totalidad del territorio, las mesas abrieron según lo previsto, los votantes pudieron acudir a los puestos de votación gracias al importante dispositivo desplegado por las fuerzas de seguridad y, en la mayoría de los casos, los observadores constataron la presencia de testigos de los diferentes partidos políticos.

La seguridad fue un tema prioritario para la Misión. La Policía Nacional y el Ejército ampliaron considerablemente su presencia en los puestos de votación a lo largo del territorio en comparación con elecciones anteriores. A pesar de los atentados provocados con el objetivo de impedir el normal desenvolvimiento del proceso electoral, como en el caso de Nariño, donde cuatro municipios se quedaron sin luz como consecuencia de la voladura de dos torres de energía, los electores pudieron acudir a los centros de votación con seguridad. La Misión lamenta los acontecimientos en el municipio de Argelia, Cauca, donde no se celebraron elecciones debido a amenazas contra los candidatos y la ciudadanía.

Existen cuestiones que merecen una atención urgente en el futuro cercano, ya  que de no resolverse adecuadamente, podrían afectar de forma negativa el proceso democrático.  Estos problemas se refieren, en gran medida, a la relación entre el dinero y la política: financiamiento de la política, “compra de votos”, procedimientos clientelares,  presiones de sectores de grandes recursos económicos sobre las campañas y promoción mediática de candidatos, etc.

Este asunto no es exclusivamente colombiano y constituye un desafío para muchos países latinoamericanos. Es por ello que, la OEA promoverá mecanismos prácticos que apunten  a resolver esta cuestión. En este sentido, un tema particular que nos ha preocupado en estas elecciones es la “compra de votos” puesto que un número considerable de los observadores de la MOE/OEA constató personalmente cómo de manera casi pública se entregaba dinero en efectivo o bolsas con alimentos para obtener el voto favorable para uno u otro candidato. 

Corresponde señalar que este fenómeno no fue exclusivo de una sola fuerza política. Por el contrario, varios partidos y movimientos hicieron uso de esta práctica que distorsiona la voluntad popular, sin perjuicio de que en algunos lugares las autoridades actuaron aprehendiendo a quienes incurrieron en la compra de votos.

En definitiva, el balance final de esta elección muestra un progreso de la democracia colombiana que se expresa en el incremento de la participación electoral en las zonas rurales. 

Esta elección manifiesta la decisión de la sociedad colombiana de superar la política del miedo que se ha querido instalar desde grupos minoritarios e ilegales.

La Misión dará a conocer otras observaciones y recomendaciones acerca del  financiamiento de la política así como también sobre otros temas relacionados con el proceso electoral, en un informe final que será presentado ante el Consejo Permanente de la OEA. 

ANEXO IV. HOMICIDIOS

	No.
	FECHA
	DEPARTAMENTO
	MUNICIPIO
	NOMBRE
	CARGO
	FILIACIÓN POLÍTICA
	AUTOR

	1
	18/08/2007
	CAUCA
	LA VEGA
	HERNÁN MOPAN MELENJE
	CANDIDATO CONCEJO
	LIBERAL
	INDETERMINADO

	2
	19/08/2007
	HUILA
	IQUIRA
	JAVIER ANDRADE POLO
	CANDIDATO CONCEJO
	CONSERVADOR
	INDETERMINADO

	3
	23/08/2007
	HUILA
	GARZÓN
	RAMIRO RODRÍGUEZ BARRERA
	CANDIDATO CONCEJO
	CONVERGENCIA CIUDADANA
	INDETERMINADO

	4
	03/09/2007
	NARIÑO
	IPIALES
	ALFREDO MORENO TONGUINO
	CANDIDATO CONCEJO
	LIBERAL
	INDETERMINADO

	5
	13/09/2007
	MAGDALENA
	ALGARROBO
	MANUEL JOSÉ GARCÍA MARTÍNEZ
	CANDIDATO CONCEJO
	MOV. ALIANZA SOCIAL AFROCOLOMBIANA
	INDETERMINADO

	6
	16/09/2007
	PUTUMAYO
	PUERTO GUZMÁN
	JAIRO JESÚS CASANOVA ROSERO
	CANDIDATO ALCALDE
	LIBERAL
	FARC

	7
	16/09/2007
	TOLIMA
	RIOBLANCO
	ALBERTO MARTÍNEZ BARBOSA
	CANDIDATO ALCALDE
	CONVERGENCIA CIUDADANA
	FARC

	8
	22/09/2007
	TOLIMA
	VILLARRICA
	JULIO CESAR MARENTES VILLARRAGA
	CANDIDATO ALCALDE
	PARTIDO DE LA U
	FARC

	9
	24/09/2007
	BOLÍVAR
	SANTA ROSA DEL SUR
	WIDIS NÚÑEZ CARPIO
	CANDIDATO CONCEJO
	CONSERVADOR
	INDETERMINADO

	10
	25/09/2007
	CAUCA
	SILVIA
	JAVIER ANGEL JARAMILLO ORDOÑES
	CANDIDATO ALCALDE
	LIBERAL
	FARC

	11
	25/09/2007
	META
	VILLAVICENCIO
	ROBINSÓN SALAZAR HERRERA
	CANDIDATO CONCEJO
	LIBERAL
	INDETERMINADO

	12
	04/10/2007
	ANTIOQUIA
	COCORNÁ
	GILDARDO ANTONIO TORO SALAZAR
	CANDIDATO CONCEJO
	CONVERGENCIA CIUDADANA
	FARC

	13
	07/10/2007
	CALDAS
	SAMANÁ
	JESÚS ALBEIRO MONTOYA TORRES
	CANDIDATO ALCALDE
	PARTIDO DE LA U
	FARC

	14
	10/10/2007
	ANTIOQUIA
	COCORNÁ
	MEDARDO DE JESÚS VÁZQUEZ DUQUE
	CANDIDATO CONCEJO
	CONVERGENCIA CIUDADANA
	FARC

	15
	11/10/2007
	ANTIOQUIA
	SAN FRANCISCO
	JAIRO ALBERTO ATEHORTUA CANO
	CANDIDATO CONCEJO
	LIBERAL
	FARC

	16
	12/10/2007
	VALLE DEL CAUCA
	YUMBO
	FREDY BORRERO PRADO
	CANDIDATO CONCEJO
	MOV. AUTORIDADES INDIGENAS DE COLOMBIA
	INDETERMINADO

	17
	16/10/2007
	TOLIMA
	ATACO
	ADOLFO LEÓN ÁLVAREZ RODRÍGUEZ
	CANDIDATO ALCALDE
	CAMBIO RADICAL
	FARC

	18
	16/10/2007
	ANTIOQUIA
	TOLEDO
	BENJAMÍN DE JESÚS GARCÍA VALBUENA
	CANDIDATO CONCEJO
	COLOMBIA DEMOCRÁTICA
	FARC

	19
	23/10/2007
	CAQUETÁ
	CARTAGENA DEL CHAIRÁ
	GRATINIANO MURCIA HURTADO
	CANDIDATO ALCALDE
	CONVERGENCIA CIUDADANA
	FARC

	20
	23/10/2007
	CAQUETÁ
	CARTAGENA DEL CHAIRÁ
	LILIANA POLANÍA CABRERA
	CANDIDATO ASAMBLEA
	CONVERGENCIA CIUDADANA
	FARC


Fuente: CI2E

ANEXO V. ATENTADOS

	
	FECHA
	DEPARTAMENTO
	MUNICIPIO
	NOMBRE
	CARGO
	FILIACIÓN POLÍTICA
	AUTOR

	1
	10/08/2007
	META
	GUAMAL
	NELSON QUEVEDO HERNÁNDEZ
	CANDIDATO CONCEJO
	PARTIDO COLOMBIA DEMOCRÁTICA
	INDETERMINADO

	2
	26/08/2007
	CESAR
	LA JAGUA DE IBIRICO
	BENJAMÍN MOLINA RODRÍGUEZ
	CANDIDATO CONCEJO
	LIBERAL
	INDETERMINADO

	3
	07/09/2007
	VALLE DEL CAUCA
	BUENAVENTURA
	LEIDY TATIANA PALACIOS MAYORGA
	CANDIDATO CONCEJO
	PARTIDO DE LA U
	INDETERMINADO

	4
	11/09/2007
	VALLE DEL CAUCA
	BUENAVENTURA
	HÉCTOR COPETE
	CANDIDATO ALCALDE
	PARTIDO DE LA U
	INDETERMINADO

	5
	12/09/2007
	HUILA
	ALGECIRAS
	ABEL PALACIOS TRUJILLO
	CANDIDATO ALCALDE
	LIBERAL
	FARC

	6
	20/09/2007
	VALLE DEL CAUCA
	YUMBO
	JHON JAIRO SANTAMARÍA
	CANDIDATO CONCEJO
	ALIANZA SOCIAL INDÍGENA
	FARC

	7
	20/09/2007
	RISARALDA
	PEREIRA
	JOSÉ RICAURTE NAVARRO ESPINAL
	CANDIDATO CONCEJO
	ALIANZA SOCIAL INDÍGENA
	DELINCUENCIAL

	8
	20/09/2007
	CUNDINAMARCA
	RICAURTE
	MILTÓN MONROY GONZÁLEZ
	CANDIDATO ALCALDE
	PARTIDO DE LA U
	INDETERMINADO

	9
	22/09/2007
	TOLIMA
	VILLARRICA
	GONZALO JIMÉNEZ ÁLVAREZ
	CANDIDATO CONCEJO
	PARTIDO DE LA U
	FARC

	10
	27/09/2007
	VALLE DEL CAUCA
	BUENAVENTURA
	MARITZA ST. OMER NAVARRO
	CANDIDATO CONCEJO
	PARTIDO DE LA U
	FARC

	11
	06/10/2007
	TOLIMA
	ICONONZO
	OMAR CORTÉS LEÓN
	CANDIDATO CONCEJO
	MOV. COLOMBIA VIVA
	DELINCUENCIAL

	12
	08/10/2007
	CAUCA
	TIMBÍO
	LUIS FERNANDO GARCÍA
	CANDIDATO ALCALDE
	LIBERAL
	FARC

	13
	09/10/2007
	BOLÍVAR
	CARTAGENA
	MANUEL DE JESÚS BERRÍO SCAFF
	CANDIDATO CONCEJO
	PARTIDO DE LA U
	DELINCUENCIAL

	14
	12/10/2007
	CESAR
	LA JAGUA DE IBIRICO
	HERNANDO FIDEL GUERRA MALDONADO
	CANDIDATO ALCALDE
	ALAS EQUIPO COLOMBIA
	INDETERMINADO

	15
	12/10/2007
	HUILA
	NEIVA
	CARLOS MAURICIO IRIARTE BARRIOS
	CANDIDATO GOBERNACIÓN
	LIBERAL
	FARC

	16
	12/10/2007
	HUILA
	NEIVA
	PEDRO HERNÁN SUÁREZ TRUJILLO
	CANDIDATO ALCALDE
	LIBERAL
	FARC

	17
	13/10/2007
	CALDAS
	VILLAMARÍA
	JAIRO VALLEJO ROMÁN
	CANDIDATO ALCALDE
	CAMBIO RADICAL
	INDETERMINADO

	18
	14/10/2007
	HUILA
	GIGANTE
	JULIO CESAR QUINTERO TRIANA
	CANDIDATO ASAMBLEA
	LIBERAL
	FARC

	19
	21/10/2007
	CAQUETÁ
	MILÁN
	JHON EDWARD MONJE ALVARADO
	CANDIDATO ALCALDE
	CONSERVADOR
	FARC

	20
	21/10/2007
	ATLANTICO
	JUAN DE ACOSTA
	ABELARDO MARIO PADILLA BLANCO
	CANDIDATO ALCALDE
	CAMBIO RADICAL
	INDETERMINADO

	21
	23/10/2007
	ATLANTICO
	SABANAGRANDE
	HERNANDO JESÚS DE LA HOZ GONZÁLEZ
	CANDIDATO ALCALDE
	CONSERVADOR
	INDETERMINADO

	22
	24/10/2007
	CUNDINAMARCA
	ZIPACÓN
	ALEJANDRO BARRERA HUERTAS
	CANDIDATO ALCALDE
	PARTIDO VERDE OPCIÓN CENTRO
	DELINCUENCIAL

	23
	25/10/2007
	SANTANDER
	GUAVATÁ
	MARELVIS GARCÍA PUENTES
	CANDIDATO CONCEJO
	LIBERAL
	INDETERMINADO

	24
	26/10/2007
	NARIÑO
	PASTO
	GERMÁN CHAMORRO DE LA ROSA
	CANDIDATO GOBERNACIÓN
	PARTIDO DE LA U
	INDETERMINADO

	25
	27/10/2007
	META
	PUERTO GAITÁN
	MARIA DEL ROSARIO SANABRIA DUEÑAS
	CANDIDATO ALCALDE
	ALIANZA SOCIAL INDÍGENA
	FARC

	26
	27/10/2007
	CAUCA
	GUAPI
	YARLEY OCORÓ ORTIZ
	CANDIDATO ALCALDE
	LIBERAL
	INDETERMINADO


Fuente: CI2E

ANEXO VI. CALENDARIO ELECTORAL

	FECHA
	SOPORTE LEGAL
	CONCEPTO

	27 de Abril de 2007  Viernes
	Parágrafo artículo 99 Decreto 2241 Código Electoral
	Sólo se instalarán mesas de votación en sitios autorizados hasta esta fecha 6 meses antes de la elección.

	8 de Junio de 2007 Viernes
	Artículo 5º. Num. 1, Ley 163 del 94
	Solicitud de listas de jurados de votación a entidades públicas, privadas y partidos políticos 90 días calendario antes de la elección.

	27 de Junio de 2007  Miércoles
	Artículo 66 Código Electoral, Modificado por el Art. 6 Ley 6 de l.990
	Se suspende la incorporación de nuevas cédulas al Censo Electoral 4 meses antes de la elección.

	27 de Julio de 2007  Viernes
	Artículo 86 del Código Electoral
	Exclusión de cédulas del Censo de los miembros activos de la Fuerza Pública 3 meses antes de la elección.

	27 de Julio de 2007  Viernes
	Artículo 8 Ley 6 de l.990


	Instalación de mesas de información con los listados del Censo Electoral. 3 meses antes de la elección.

	27 de Julio de 2007  Viernes
	Artículo 24 Ley 130 de 1994
	Se inicia la publicidad política electoral 3 meses antes de la elección.

	31 de julio de 2007 Martes
	Art. 28 Ley 130 de 1994.
	Publicidad política a tarifa especial en la radio 60 días antes de la elección.

	3 de Agosto de 2007 – Viernes
	Artículo 10 Ley 6 del 90
	Expedición de la resolución para la designación de los lugares donde funcionarán las mesas de votación 60 días antes de la elección.

	8 de Agosto de 2007 – Miércoles
	Artículo 2 Ley 163 del 94
	Vence inscripción de candidatos 55 días antes de la elección.

	15 de Agosto de 2007 – Miércoles
	Artículo 2 Ley 163 del 94
	Modificación candidatos y lista de candidatos inscritos.5 días siguientes al vencimiento de la inscripción.

	16 de Agosto de 2007 - Jueves 
	Artículo 98 del Código Electoral
	Los Delegados, deben reportar al Registrador Nacional los candidatos inscritos Al día siguiente de la modificación de las listas.

	22 de Agosto de 2007 - Miércoles 
	Numeral 1º. del Artículo 277 de la Constitución Política
	La Registraduría Nacional, remite a la Procuraduría, las listas de candidatos para confrontarlas con la Bases de Datos que contienen nombres de los ciudadanos inhabilitados.

	7 de Septiembre de 2007 – Viernes
	Numeral 11 del artículo 5º del Decreto Ley 1010 de 2000
	Designación de los jurados de votación.

	13 de Septiembre de 2007 – Jueves
	Artículo 175 C.E. modificado por  el Artículo 13, inciso 1 de la Ley 62 del 88
	Conformación de las listas de los delegados del CNE, para los Escrutinios Departamentales.30 días antes de la elección.

	14 de Septiembre de 2007 – Viernes
	Numeral 11 del Artículo 5 del Decreto 1010 de 2000
	Publicación de las Listas de jurados de votación.

	28 de Septiembre de 2007 – Viernes
	Numeral 11 Artículo 5 Decreto Ley 1010 de 2000, y Artículo 121 del Código Electoral
	Vence el término para que los partidos políticos presenten a la respectiva Registraduría listas de los ciudadanos que actuarán como Testigos Electorales.

	4 de Octubre de 2007 – Jueves
	Artículo 175 , inciso 2 Código Electoral
	Selección de los Delegados del Consejo Nacional Electoral 15 días antes de la elección.

	11 de Octubre de 2007 – Jueves
	Artículo 148, 157 y 158 del Código Electoral
	Designación de las Comisiones Escrutadoras y Claveros 10 antes de la elección..

	24 de Octubre de 2007 – Miércoles
	Artículo 31 Ley 78 del 86
	Reemplazo de candidatos a Alcalde por muerte Miércoles anterior a la elección.

	27 de Octubre de 2007 – Sábado
	Artículo 206 del Código Electoral.
	Empieza a regir la Ley Seca 6 de la tarde del día anterior a la elección.

	28 de Octubre de 2007 – Domingo
	Artículo 1 Ley 163 del 94
	Ultimo domingo del mes de Octubre. Día de la elección.



	29 de Octubre de 2007 – Lunes
	Artículo 161 del Código Electoral
	Los miembros de las Comisiones Escrutadoras deben asistir a la sede de la Registraduría. Lunes siguiente a la elección.

	29 de Octubre de 2007 – Lunes
	Articulo 206 del Código Electoral
	Finaliza la Ley Seca Lunes siguiente a la elección.

	30 de octubre de 2007 – Martes
	Artículo 160 del Código Electoral
	Inician los Escrutinios Municipales Martes siguiente a la elección.

	4 de Noviembre de 2007 – Domingo
	Artículo 177 del Código Electoral
	Inician los Escrutinios Departamentales  .Domingo siguiente a la elección.


ANEXO VII. EMPRESAS PRIVADAS UTILIZADAS PARA LA TRANSMISIÓN DE DATOS

	EMPRESAS
	DEPARTAMENTOS

	Sistema y computadores S.A.
	Bogotá D.C, Santander, Norte de Santander, Arauca, Vichada, Vaupes, Amazonas, Magdalena, Cesar, Valle del Cauca, Antioquia, Quindio, Cauca, Casanares, Boyaca, Choco, Caletas, Risaralda.

	Colvista
	Cundinamarca, Huila, Nariño, Tolima, Meta, Caqueta, Putumayo, Guaviare, Guainía

	DPS
	San Andrés Sucre, La Guajira, Atlántico, Bolivar y Córdoba.


ANEXO VIII. PRINCIPALES ANOTACIONES GEOGRAFICAS

A continuación se presenta un listado de los elementos más notorios de la observación en cada uno de los departamentos visitados durante este período.

Antioquia

La observación pre-electoral dio cuenta de un complejo panorama de orden público en el oriente antioqueño, sin que se identificaran mayores problemas a nivel de la organización técnico-logística de las elecciones. La votación y los escrutinios observados procedieron sin problemas.

Arauca

Durante el transcurso del proceso electoral, el frente 10 de las FARC amenazó  a mandatarios locales y empleados de la administración así como a algunos candidatos a cargos de elección popular.  Los asesinatos de una funcionaria del registro civil en la zona rural de Tame y de la concejal Alejandrina Rincón Méndez habrían sido respuestas a las amenazas proferidas.

Atlántico

La trashumancia fue el problema de mayor magnitud identificado en el departamento.  Soledad, por ejemplo, fue el municipio con el mayor número de inscripciones de cédulas anuladas; el día de los comicios, manifestantes protestaron frente a la registraduría municipal.  Días antes de las elecciones, la Misión se desplazó hacia Sabanalarga para comunicarse con un candidato que había sido amenazado por una banda criminal emergente.  

Bogotá

En Bogotá, los preparativos electorales se dieron normalmente y no se detectaron irregularidades de mayor calibre en el proceso de votación.  Sin embargo, en la mayoría de las localidades de escrutinios visitadas, se observó que el proceso se hacía con poca claridad pues no se mostraba el acta E-14 proveniente del arca triclave a los testigos de los partidos políticos. En Corferias, el escrutinio municipal para el Distrito Capital de Bogotá mostró la poca claridad por parte de los jurados escrutadores en cuanto a las reglas a seguir para el proceso en sí.  Se presenció la protesta de los partidos políticos porque el escrutinio se llevó acabo sin haber escaneado los formularios E-14.

Caquetá

En este departamento, un candidato a la alcaldía de Milán fue atacado con disparos en una vereda rural y se produjo un atentado contra un senador. Los observadores reportaron que los registradores municipales mostraron un amplio desconocimiento de la situación electoral y una baja capacidad de articulación con otras instituciones.  La Comisión de Coordinación y Seguimiento Electoral no presentó una adecuada capacidad de consenso y toma de decisiones.  A propuesta de la fuerza pública, se trasladaron 24 puestos de votación, pese a la opinión en contrario de los demás actores locales.

Casanare

Los observadores recibieron quejas contra los registradores municipales a quienes se acusaba de falta de imparcialidad.

Cauca

Cauca fue identificado por la Misión como uno de los departamentos más problemáticos.  Durante el período pre-electoral, las FARC sostuvieron un paro armado en el norte de esta entidad territorial.  Días antes de los comicios, los transportistas en los municipios de Corinto y Bilbao anunciaron que no repartirían el material electoral, una contingencia que fue adecuadamente atendida.  En Corinto, tres de cuatro candidatos a alcalde denunciaron haber recibido amenazas de las FARC.  La situación más grave tuvo lugar en Argelia, donde todos los candidatos renunciaron a sus aspiraciones, también debido a las intimidaciones de las FARC.  Allí, no se pudo votar.  A pesar de que las autoridades electorales trasladaron las 41 mesas del municipio a los cascos urbanos, los jurados de votación no se presentaron a abrirlas.  Los miembros de la Policía los reemplazaron pero, hacia el mediodía, sólo el alcalde había votado.  La votación fue suspendida.  Las FARC llevaban días amenazando a la población. 

Cesar

En Cesar, la Misión notó la falta de confianza de la ciudadanía en varios registradores municipales.  En San Martín, por ejemplo, tres de cuatro candidatos acusaron al registrador de falta de imparcialidad.  Vale la pena recordar que este departamento es uno de los más afectados por el escándalo de la “para-política”.  Sin duda es por ello que la Registraduría trasladó registradores municipales hasta días antes de los comicios. Una vez iniciados los escrutinios, en Gamarra, unas 800 personas de dos partidos políticos manifestaron en la plaza, unos para proteger los votos de un candidato y otros para protestar por fraude.   Se escucharon amenazas de quemar la Registraduría y la Alcaldía.  La Misión contribuyó a averiguar que el problema se dio debido a un error de transmisión en los resultados de un formulario E-14.  La situación fue aclarada en presencia de observadores de la Misión.
Chocó

La Registraduría departamental informó a los observadores que, en el departamento, se habían registrado más de 4,000 casos de anulación de inscripción de cédulas y que se habían constatado casos de trashumancia en 20 municipios. Además, comunicó que existían rumores sobre la posibilidad de compra de votos en el municipio de Quibdo, lo que fue confirmado por los observadores el día de la elección.  Nueve candidatos recibieron amenazas en el departamento. Según la Policía Nacional, las FARC y el ELN ejercieron presión en algunas zonas rurales para reducir la participación electoral. La autoridad electoral tuvo algunas dificultades para hacer llegar el material a los municipios de Sipi y Novita pero las resolvió satisfactoriamente.  Un día antes de la elección, las FARC robaron unos kits electorales en Novita pero fueron repuestas a tiempo.  La registradora de Río Quito comunicó a la MOE – OEA que, durante la jornada electoral, encontró a varios jurados de votación intentando poner votos marcados en las urnas.  El registrador de Sipi informó que, para el escrutinio de alcalde y concejales, se encontraron más votos que votantes. En Bagadó, se amotinaron los partidarios del candidato perdedor por la poca diferencia de votos.  En este municipio, los jurados de votación de un corregimiento llamado Pescadito fueron asaltados por encapuchados que se llevaron todo el material electoral, cuando se dirigían al casco urbano.  En algunas mesas del departamento, los votos en blanco, anulados y no marcados superaron largamente los votos válidos.
Córdoba

La problemática observada en este departamento está conectada con la emergencia de las bandas criminales emergentes. La Defensoría expresó su preocupación a la Misión en cuanto a la presión que nuevas estructuras armadas en Tierralta, Montelíbano, Puerto Libertador y Valencia y, en menor medida, Montería y Cereté estaban poniendo sobre el electorado.  Los observadores reportaron que, en Montelíbano, hubo 2.000 cédulas anuladas por clonación en posible favorecimiento de un candidato.  En el período post-electoral, las autoridades decretaron toque de queda de 6:00 p.m. hasta las 6:00 a.m. del martes 30 de octubre en los municipios de Ayapel, Chinú, Moñitos, La Apartada, Momil y, en Ciénaga de Oro, desde el mediodía del martes 30 hasta las 6:00 a.m.  En este último, la población salió a protestar los resultados electorales.  La registradora se vio obligada a huir y un pelotón del ejército fue enviado a controlar la situación que dejó tres muertos.  Los disturbios dejaron un muerto y el escrutinio se efectuó en el puesto de policía de Montería.  Los observadores de la Misión en el terreno y los directivos en Bogotá condujeron diligencias ante la Policía y el Ministerio del Interior para lograr mayor protección policial.  En Chachaguí, la estrecha diferencia - 30 sufragios – en los resultados generó disturbios, que fueron calmados por la fuerza pública.  En La Apartada, un candidato fue notificado el día antes de la elección de la suspensión del ejercicio de los derechos políticos por el Juzgado 27 Administrativo de Bogotá.  Como sus votos fueron contabilizados en el escrutinio, manifestantes a favor y en contra se reunieron en frente  a la registraduría municipal.

Guainía

La Misión se desplazó hacia Puerto Inírida para observar las extremas condiciones de supervivencia de la cientos de indígenas que fueron forzosamente trasladados por candidatos a la capital departamental para obligarlos a sufragar. La Fiscalía y la Procuraduría tomaron cartas en esta lamentable manifestación de la violación a los derechos electorales de toda una comunidad.  La Misión expresa su más contundente rechazo a estas prácticas y solicita al Gobierno nacional hacer seguimiento a esta situación para evitar que se vuelva a presentar.  Exhorta a las autoridades judiciales a continuar las investigaciones para castigar a los responsables.
Guajira

La Misión constató el compromiso de todas las autoridades departamentales  y de los esfuerzos mancomunados para resolver las problemáticas típicas del departamento, en particular los temas de comunicaciones, transporte de los delegados y material electoral y seguridad en general. Una problemática particular surgió en este departamento: los tarjetones a candidato a gobernador tenían en una de las casillas una marca posiblemente atribuible a un error de imprenta, el cual fue denunciado por el Departamento Administrativo de Seguridad en el municipio de El Molino.  Se inició una investigación debido a que la marca estaría presente en uno de cada cinco votos.

Magdalena

El escrutinio se caracterizó por manifestaciones de descontento popular en los municipios de El Plato y Tenerife, mientras que en otros municipios hubo conato de  disturbios, los cuales fueron dispersados en tiempo oportuno. Los dos motivos principales fueron los resultados del pre-conteo realizado en los puestos electorales y la acción negligente e indiferente de algunas de las autoridades delegadas de la Registraduría, unida a la permisividad de las autoridades policiales de calle. En Puerto Colombia, la Misión realizó un trabajo de facilitación para calmar los ánimos e intercedió para conseguir protección policial para las autoridades electorales. Los datos provenientes de las mesas de votación, que constituyeron el pre conteo, fueron transmitidos de manera continua a partir del cierre de las primeras mesas.  No obstante, pese a la efectividad en la digitalización de la información, pasados  tres días del proceso electoral había un registro de 511 resultados para las distintas corporaciones que no fueron trasmitidos, principalmente de los Municipios de Santa Marta, Ciénaga y  El Plato, sin explicación lógica por parte de los jurados de mesas o de los delegados de la Registraduría. Igualmente existieron centros de votación que dejaron de trasmitir los resultados de cada una de sus mesas instaladas.

La Misión recibió información en cuanto a dos candidatos de Santa Marta con situaciones particulares. Un caso es el relacionado a el candidato numero 13 de Convergencia Ciudadana para Asamblea, quien había realizado campaña con este indicativo numérico.  Sin embargo, apareció en el tarjetón como número 12. El segundo caso es el del candidato número 42 del Polo para el Concejo, quien no fue incluido en el software, es decir, apareció en el tarjetón, recibió votos en su casilla, pero no hubo forma de contabilizarlo porque no apareció en ninguno de los mecanismos electrónicos que se usaron para escrutar los votos.  Según la Registraduría, en el primer caso, el partido se equivocó de número y, en el segundo, los votos tendrían que ser contados de manera manual. En cuanto al escrutinio departamental, la Misión observó la totalización de 26 municipios.

Meta

Los observadores destacaron la debilidad de la autoridad electoral.  En materias propias de las registradurías departamental y municipales, se sometieron las decisiones a instituciones distintas, como la fuerza pública o la Procuraduría.  Destacaron que el nivel de asistencia a las sesiones de capacitación de los jurados alcanzaba 80 por ciento. Lo más notorio fue la confirmación de compra de votos con materiales de construcción y mercados en el período pre-electoral. En el municipio de Castilla La Nueva de Meta, no se pudo concluir la jornada electoral, debido a disturbios producidos por los ciudadanos. En efecto, ya se tenía conocimiento del alto nivel de trashumancia – el 35 por ciento del potencial electoral - y la falta de comunicación oportuna de esto a los electores. Durante las primeras horas de la jornada electoral, se apreció un evidente desorden, al verificar el elector que aparecía en los listados de “altas y bajas”. La acción del alcalde tendió a aumentar las expresiones de disconformidad y se puede afirmar que hubo una acción concertada que canalizó el descontento en los cuatro puestos de votación, impidiendo la continuación del proceso. De estos hechos fueron informadas las autoridades electorales y policiales que no actuaron para evitar que, hacia el mediodía, las mesas de San Lorenzo y Arenales fuesen destruidas y las de los dos otros centros impedidas de continuar. La decisión de suspensión de la jornada aquietó los ánimos.

Nariño

En Nariño, los observadores expresaron su preocupación por amenazas a la población para que no saliera a votar de las FARC en La Victoria, Ipiales y de bandas criminales emergentes en Tumaco.  El día de la votación, las FARC derribaron dos torres de energía que dejaron sin luz a cuatro municipios para lo cual el Ministerio de Energía y Minas debió aplicar su plan de emergencia.  A pedido de varios partidos y las autoridades electorales, la Misión observó la totalidad del proceso de escrutinio en Pasto, El Charco, Roberto Payán y La Llamada.   En Pasto, se encontraron dos bolsas con material electoral, una con tarjetones válidos y otra con E-14 destinados a claveros. Al parecer, fue un error de los jurados que creyeron estar botando material de desecho. En estos municipios, se efectuaron de manera lenta pero minuciosa reconteos voto a voto.

Norte de Santander

En Cúcuta, la Misión recibió denuncias de penetración de dineros ilícitos en varias campañas a alcaldía.  También se denunció la interferencia de las “Águilas Negras”, una banda criminal emergente, en el certamen electoral.  Los hechos de violencia incluyeron el asesinato de un candidato a la alcaldía de San Calixto y el secuestro de un candidato a la alcaldía del municipio La Playa. Ambos candidatos a la alcaldía de Cúcuta reportaron haber recibido amenazas de muerte. Como dato interesante, vale la pena señalar que el Ejército Nacional tiene dos frecuencias de radio en Cúcuta y Tibú en la región del Catatumbo, con alcance de 2 Watts para cubrir el norte del departamento.  Ambas fueron utilizadas para la promoción del voto libre y secreto. 
Putumayo

La Misión lamenta lo sucedido en Puerto Caicedo, Putumayo, donde las FARC, el día previo a las elecciones, secuestraron al registrador municipal y robaron kits electorales. En Puerto Asís, los observadores intervinieron para obtener protección policial para el registrador municipal que había sido amenazado por las FARC.  En este municipio, la FARC colocaron un artefacto explosivo en la sede política de un candidato, que dejó a su hermana muerta.

Santander 

En este departamento, los observadores recibieron denuncias de compras de votos, violación de los topes de campaña, participación en política de alcaldes y otros funcionarios públicos.  Se denunció la acción de bandas criminales emergentes.

Sucre

En San Onofre, Sucre, militantes de tres partidos –Cambio Radical, Partido Liberal y Polo Democrático– protestaron en las calles y denunciaron trasteo de votos. 
Pocos días antes de la jornada electoral, había asumido su cargo el nuevo registrador local. Según los partidos, el registrador anterior no había informado acerca de la inscripción de 2.700 cédulas nuevas. Líderes de los partidos políticos expresaron a la Misión su convicción sobre la existencia de trasteo de votos. En Coveñas, cientos de manifestantes quemaron tarjetones y destruyeron las instalaciones de la Registraduría, como sucedió también en Ovejas y Toluviejo.  La Misión inició diligencias en Bogotá para lograr una acción más decidida de la Policía en el municipio.  En Palmitos, la registradora fue amenazada por un candidato a alcaldía quien consideraba que debería tener cuatro concejales y no tres.
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Valle del Cauca

La situación en el norte del Valle del Cauca hizo pensar que los problemas electorales se agudizaban desde el centro a las periferias. Las malas comunicaciones, muchas veces, conspiraron para que el alejamiento geográfico silenciara las situaciones de impunidad y desconocimiento de los derechos. En Cartago, una candidata denunció ante la Misión amenazas de muerte telefónicas. En este municipio y Caicedonia, los observadores recibieron información sobre compra de votos, trasteo de votantes y uso indebido de recursos estatales.  Buenaventura constituyó una prioridad de la observación.  Allí, varios candidatos, todos cercanos a la coalición oficialista, sufrieron atentados contra sus vidas. Uno de ellos recibió disparos mientras circulaba en su automóvil y, en una segunda ocasión, le arrojaron una granada en el portal de su casa. Una candidata a concejal también sobrevivió un intento de asesinato y un artefacto explosivo fue arrojado en su sede. Varios candidatos de esta ciudad portuaria solicitaron a la Misión prestar atención a la compra de votos, la violación de los topes de campaña y la penetración de dineros ilícitos en ellas. En Montebello, Valle del Cauca, las mesas se pudieron instalar aún luego de la explosión de un artefacto en un centro de votación el día mismo de las elecciones. En Pradera, unas 200 personas salieron a las calles, atacaron varias viviendas y quemaron la sede de la registraduría y, en Florida, los seguidores de un candidato causaron disturbios.  
ANEXO IX. ZONAS DE ESPECIAL ATENCIÓN SUGERIDAS POR ACTORES POLÍTICOS

	Departamento
	Municipio
	Solicitante de observación electoral

	La Guajira
	- Maicao, Urbilla, El Molino
	- Alianza Social Indígena

	Magdalena
	- Tenerife 
	- Rodrigo Roncallo (Representante a la Cámara) y Enoc Guzmán (Candidato Alcaldía

	Cesar
	- Atención a todo el departamento 
	- Cristian Moreno. Candidato gobernación

	Norte Santander
	- Cúcuta, Ocaña 
	-Alianza Social Indígena

	Atlántico
	- Galapa 
	- Alianza Social Indígena

	Cundinamarca
	- Jerusalén
	- Partido de la U

	Sucre
	- Atención a todo el departamento 
	- Senador Antonio Guerra de la Espriella

	Córdoba
	- San Andrés de Sotavento 
	- Alianza Social Indígena

	
	- Atención a todo el departamento
	- Ministro de Justicia

	
	- Montelíbano, Valencia, Puerto Libertador 
	- Candidatos gobernación

	
	- Tierra alta
	- Candidatos Alcaldía

	Antioquia
	- Carepa


	- Candidatos Alcaldía

	
	- Cocorná 


	- Polo democrático

	
	- Campamento 
	- Frey Doria. Personero

	Santander
	- Cúcuta 
	- Alianza Social Indígena

	Chocó
	- Quibdo 
	- MIRA, Partido Conservador, Partido Liberal

	Arauca
	- Arauca 
	- Mercedes Rincón, candidata a la alcaldía

	Valle Cauca
	- Yumbo
	- Alianza Social Indígena

	
	- Palmira 
	- Alianza Social Indígena

	
	- Caicedonia
	- Orlando Vélez

	
	- Cartago
	- MIRA

	
	- Jamundi
	- Candidato Alcaldía

	
	- Viges
	- Candidata Alcaldía

	Meta
	- Puerto Gaitán
	- Alianza Social Indígena

	Cauca
	- Atención a todo el departamento 
	- Alianza Social Indígena

	Huila
	- Neiva 
	- Equipo Alas Colombia

	Putumayo
	- Atención a todo el departamento 
	- Alianza Social Indígena

	Caquetá
	- Atención a todo el departamento 
	- Alianza Social Indígena

	Guainia
	- Atención a todo el departamento 
	- Partido Conservador

	
	- Puerto Inírida 
	- Procuraduría

	Vaupes
	- Atención a todo el departamento 
	- Alianza Social Indígena

	Nariño
	- Tumaco 
	- Asociación ASOPOCH


ANEXO X. DENUNCIAS 

Denuncias Pre-electorales (ordenadas por denunciante)

	
	Denunciante
	Denuncia
	Seguimiento

	1
	Procuraduría
	Guainía (Pto. Inírida) Trasteo de votantes indígenas en condiciones infrahumanas.
	Se viajó a Guainia junto a comisión de la fiscalía. Se observó creación de comisión interinstitucional para resolver el problema.

	2
	Procuraduría
	Cesar (González): Irregularidades electorales en la población.
	Carta a la registraduría y al CNE. Observación especial.

	3
	Colombia Democrática
	Córdoba: Fraude informático.


	Se converso con el Registrador y dijo que la información no era acorde con la verdad.



	4
	Colombia Democrática
	Córdoba: Entrega antes de fecha de credenciales de testigos electorales en Lorica.
	Se converso con el Registrador y dijo que la información no era acorde con la verdad.

	5
	Colombia Democrática
	Córdoba: Presunto atentado inexistente montado con fines proselitistas por el Sr. Marcos Pineda, candidato liberal a la alcaldía de la ciudad de Montería (Córdoba). 


	Envío de la denuncia a la URIEL.

	6
	Colombia Democrática
	Córdoba: Inhabilitación candidata Marta Sáenz.


	Nota a la Procuraduría.

	7
	AICO (Autoridades Indígenas de Colombia)
	Córdoba: (Montería): Compra de votos a cambio de mercados realizada por el Sr. Marcos Pineda, candidato liberal a la alcaldía de Montería.


	Envío denuncia a la URIEL.

	8
	Candidatos de todos los partidos
	Valle del Cauca: Renuncia colectiva por falta de garantías.
	Se remitió a Ministerio de Justicia, URIEL, Registraduría. El Ministro explicó en la Reunión de Seguimiento las acciones tomadas para salvaguardar seguridad de los candidatos.

	9
	Partido Liberal
	Putumayo (Pto. Guzmán) Las FARC obligó a la comunidad a que voten por el Partido Conservador .
	Envío de denuncia al Min. Interior, Fiscalía, URIEL, Derechos Humanos. 

	10
	Partido Liberal
	Córdoba (Cereté): Nombramiento por parte del gobernador de un alcalde ad hoc.
	Envío de denuncia autoridades locales, desplazamiento de observadores a Cereté.

	11
	Partido Conservador
	Guainía: Posibilidades de traslados irregulares de mesas.


	Se habló con el candidato y se le visitó. Se hizo publica la preocupación en el Informe Preelectoral y en nota al registrador.

	12
	Partido Conservador
	Chocó: (Quibdo) Problemas varios (compra de votos, mesas sin guarnición).


	Se enviaron observadores.

	13
	A. S. Indígena
	Caquetá: Registradora local (Martha Cabrera) familiar del candidato a la gobernación (Nelcy Almario Rojas).


	Envío denuncia a la Registraduría.

	14
	A. S. Indígena
	La Guajira (Maicao): La Alcaldesa Doña Deisy Hernández, realiza campaña radiofónica en contra del candidato del ASI, D. Ovidio Mejía Marulanda. Los denunciantes aseguran tener grabaciones de los programas radiofónicos pagados con fondos de la alcaldía en los que la Sra. Alcaldesa insulta al Sr. Mejía y se posiciona a favor de la candidata Magali Palacios.
	Envío denuncia a la Procuraduría. Visita a la población.

	15
	A. S. Indígena
	La Guajira (Manaure): El consorcio Jurados, que da asistencia técnica a la registraduría, no incorporó jurados en todas las mesas de votación que le garanticen al ASI la transparencia.
	

	16
	Carlos Varela (Veedor ciudadano Córdoba)
	Córdoba: (Montería) Las funcionarias del Programa Adulto Mayor están presionando a los ancianos para que voten por Colombia Democrática.


	Envío denuncia a la Procuraduría y a la URIEL.

	17
	Carlos Varela (Veedor ciudadano Córdoba)
	Córdoba: Ricardo Enrique Barrera Gallón, candidato a la alcaldía de Colombia Viva, del municipio de Pueblo Nuevo, se encuentra inhabilitado según certificado de antecedentes.
	

	18
	Carlos Varela (Veedor ciudadano Córdoba)
	Córdoba: Inhabilitación candidata Marta Sáenz.
	Se envió denuncia a la Procuraduría.

	19
	Ralfin Reales Olivera (Candidato Valledupar)
	Cesar (Valledupar), el candidato está amenazado, pidió auto blindado y no se lo dieron.
	La misión se comunicó con Flor Romero, del Ministerio de Justicia. El problema es que no hay autos blindados, se le ofrece al candidato que él alquile el auto y que el gobierno pagará los gastos.

	20
	Polo Democrático


	Córdoba (Purísima): Trashumancia en  754 cédulas.


	Envío de la denuncia a la Registraduría.

	21
	Polo Democrático


	Bolivar (Cantagallo): el registrador Eliecid Romero pide al POLO 16 miembros para ejercer como jurados pero sólo acepta a 11. 
	Se remitió a autoridades locales.

	22
	Polo Democrático


	Atlántico: El POLO denuncia detenciones y amenazas.
	Se remitió a autoridades locales.

	23
	Polo Democrático


	Tolima (Nagaitama): El día anterior de las elecciones, la Registraduría estuvo abierta hasta altas horas de la noche. El Registrador municipal se niega a dar respuesta sobre las inscripciones irregulares de cédulas y a proporcionar el censo en formato impreso.
	Se consultó con el registrador municipal, que argumenta que se limita a cumplir la norma.

	24
	Polo Democrático


	Valle del Cauca (Guacarí): Falta de garantías en la Registraduría, la Registradora delegada (Paula Andrea Álvarez Montenegro) es hija del Jefe de un Grupo Político, inscripción de cédulas una vez terminado el período legal.
	Se remitió a autoridades locales.

	25
	Polo Democrático
	Caquetá (San Vicente del Caguán): Traslado de mesas.
	Se remitió a autoridades locales.

	26
	Veeduría Ciudadana para el Control Social
	Atlántico (Puerto Colombia): Trashumancia histórica.
	Se remitió a autoridades locales.

	27
	MIRA
	Chocó: Problemas varios en Quibdó (compra de votos, mesas sin guarnición).


	Envío de observación especial.

	28
	MIRA
	Cundinamarca (Sopó) El registrador obligó a los testigos a firmar un documento en el que los comprometía a que sólo estarían 10 minutos en el centro de escrutinio.
	No se pudo constatar

	29
	Jairo Ignacio Ramírez, Candidato alcaldía MIRA
	Córdoba (Morroa): Compra de votos por parte de Cambio Radical.
	No se pudo constatar.

	
	Sandro José Bolaños, candidato a la alcaldía
	Nariño (Tablón de Goméz): El gobernador del resguardo y  simpatizantes del candidato Hernando Chindoy obstaculizan el tránsito , colocando niños y mujeres sobre el puente y no dejaron pasar, con el beneplácito del gobierno, a personas simpatizantes del otro candidato.
	El problema se expuso ante las autoridades nacionales.

	30
	Ex -Gobernadores indígenas de Nariño
	Nariño (Tablón de Goméz): Presiones a candidatos y desplazamiento de comerciantes por no ser simpatizantes del candidato Chindoy, omisión investigativa, destierro a los distribuidores de alimentos de los hogares ICBH.
	El problema se expuso ante las autoridades nacionales.

	31
	Ciudadanos de La Guajira
	La Guajira (Riohacha): anulación injustificada de células, entrada de indígenas venezolanos para votar, depuraciones y traslados por parte de la Registraduría.
	El problema se expuso ante las autoridades nacionales.

	32
	Autoridades Indígenas de Colombia
	Córdoba: (Montería) Denuncia oficial a la MOE - OEA. Compra de cotos a cambio de mercados por parte de candidato Marcos Daniel Pineda.
	Envío denuncia a la URIEL.

	33
	Armando Román Herrera, Richard Antonio Morriaga, Alejandro José Anaya
	Córdoba: (Montería) Denuncia oficial a la MOE - OEA. Irregularidades en el proceso de selección de jurados. Preocupación con el software.
	El tema se presentó ante las autoridades nacionales.

	34
	Orlando Riascos. Candidato Gobernación Valle del Cauca
	Valle: El candidato J.C. Abadía ha sobrepasado los parámetros electorales en lo relativo a la colocación de vallas publicitarias.
	El tema se presentó ante las autoridades locales y nacionales.

	35
	Ciudadana María Visitación Solarte
	Nariño (Buesaco): Compra de votos por parte del candidato J.M. Moncayo (anexada denuncia ante la policía).
	Se hizo seguimiento por parte de los coordinadores en Nariño, que se reunieron con autoridades de la Registraduría.

	36
	Wilson H. Pabón
	Nariño (Buesaco): Inscripción irregular de cédulas.
	Se hizo seguimiento por parte de los coordinadores en Nariño, que se reunieron con autoridades de la Registraduría.

	37
	Ciudadano Bayron A. Argotty
	Nariño (Buesaco): Trashumancia.
	Se hizo seguimiento por parte de los coordinadores en Nariño, que se reunieron con autoridades de la Registraduría.

	38
	Anyela Valencia (Personera Municipal)
	Nariño (Santa Bárbara de Iscuandé): Presencia de 30 hombres de civil, con armamento de largo alcance con el objetivo de intimidar al votante.
	No se pudo constatar.

	39
	Ricardo Luna, Candidato Partido de la U
	Cundinamarca (Jerusalén): Falta de garantías, corrupción y amenazas. Falta de control en las inscripciones.
	No se pudo constatar.

	40
	Roberto J. Herrera Díaz. Candidato P. Convergencia Ciudadana
	Magdalena (Santa Marta): Desplazamiento por parte de la Registraduría del número del candidato, lo que afectó votación.
	Se realizaron reuniones al respecto con las autoridades legales. El trámite prosigue en instancias judiciales.

	41
	Candidato Colombia Democrática. Armando Calderón
	Santander (San Juan de Girón) Trashumancia.
	Se envió a la Registraduría.

	42
	Ciudadano
	Itagui (Antioquia): Compra de votos y falta de garantías.
	Se recogió la denuncia.

	43
	Neptalí Rodríguez. Candidato Alcaldía
	Nariño (Cumbitara): Irregularidades electorales: compra de votos.
	Se recogió la denuncia.

	44
	Ciudadana Melly Rosero
	Nariño (Buesaco): trashumancia y presencia de seguidores de uno de los candidatos en dependencias de la Registraduría en horas fuera de oficina.
	Se recogió la denuncia.


Denuncias del Día de las Elecciones (ordenadas por denunciante)

	
	Denunciante
	Denuncia
	Seguimiento

	1
	Polo Democrático
	Bogotá: En el centro de votación Modelia Sur los jurados entregaron tarjetones sin firmar.
	La observación se dirigió al centro de votación en horas de la tarde y encontró absoluta normalidad. Hablando con los testigos, le contaron que a la mañana habían ocurrido diversos hechos irregulares en la mesa 17 (proselitismo, compra de votos) pero que la situación ya había terminado.

	2
	Polo Democrático
	Magdalena (Ciénaga): Trashumancia electoral (más de 9000 cédulas).
	Se hizo seguimiento por parte de los coordinadores en Magdalena

	3
	Polo Democrática
	Sucre (San Onofre): En la Plaza Principal compraban votos y en el centro de votación de Santa Clara están entregando tarjetones ya marcados. 
	La observación se dirigió al centro de votación y habló con las autoridades locales. El hecho no era verificable.

	4
	Polo Democrático
	Bolivar (Cantagallo): Depuraciones injustificadas.
	La denuncia fue remitida al URIEL y la registraduría.

	5
	Polo Democrático
	Bolivar (Cantagallo): Un supernumerario de la Registraduría (Sr. Billy Hans Sampayo Escobar) disparó contra testigos electorales del Polo.
	La denuncia fue remitida al URIEL y la registraduría.

	6
	Delegado Registrador en Sincelejo, Sucre
	Sucre (Coveñas): Carta amenazante, presuntamente firmada por el jefe de la policía del lugar. 
	Se habló con el General Gutiérrez, al que se envió una copia de la nota. La aclaración posterior era que el firmante no pertenecía a la policía de coveñas.

	7
	Partido de la U
	Villavicencio: Errores en el llenado del E-14, los totales no corresponden.
	La observación se dirigió al centro de votación y habló con las autoridades locales. El hecho no era verificable.

	8
	Ciudadana anónima 
	Bogotá (Zona Casablanca): La votante debido a que fue depurada de su lugar tradicional de voto y reinscrita en un puesto de frontera del norte de Medellín.  
	Se aceptó y remitió la denuncia.

	9
	Ciudadano Edgar Ochoa
	Norte de Santander (Cúcuta): Proselitismo dentro del centro de votación.
	Se aceptó y remitió la denuncia.

	10
	Libardo A. Yepes, candidato alcaldía
	Antioquía (Donmatías): trashumancia, irregularidades en la mesa 11, los funcionarios públicos favorecieron a un candidato, compra de votos.
	La denuncia fue remitida al URIEL, la procuraduría y la registraduría.

	11
	Alexander Alzare, candidato al Concejo
	Antioquía (Don Matías): Fraude electoral: inscripciones irregulares, participación de la alcaldesa.
	La denuncia fue remitida al URIEL, la procuraduría y la registraduría.

	12
	Ciudadana Claudia Mejia
	Antioquía (Donmatías): La testigo electoral Lia Smith Otero introdujo en la urna 4 papeletas sacadas del cubículo de votación.
	Se aceptó y remitió la denuncia.

	13
	Ciudadano Luís Muñoz y Alberto Rossero
	Antioquía (Donmatías): Trasteo de ciudadanos por parte del Partido Conservador.
	Se aceptó y remitió la denuncia.

	14
	Ciudadano Conrado A. Zapata
	Antioquía (San Luís Gonzaga): Depurado del censo.
	Se aceptó la denuncia. Las autoridades alegan que se produjeron muchas depuraciones debido a denuncias de irregularidades. Se presentó la queja en el lugar sin ninguna resolución favorable para el elector.

	15
	Ciudadano Gonzalo H. Gómez
	Antioquía (Copacabana): Fue depurado del censo.
	Se aceptó la denuncia. Las autoridades alegan que se produjeron muchas depuraciones debido a denuncias de irregularidades. Se presentó la queja en el lugar sin ninguna resolución favorable para el elector.

	16
	Ciudadana Juliana Duarte
	Meta (Castilla la Nueva): Destrucción de urnas, quema de votos.
	Se dio seguimiento desde la coordinación en Meta y desde Bogotá.

	17
	Ciudadano Adonai Cantero 
	Antioquía (Copacabana): Fue depurado del censo.  
	Se aceptó la denuncia. Las autoridades alegan que se produjeron muchas depuraciones debido a denuncias de irregularidades.

	18
	Ciudadana Diana P. Restrepo 
	Antioquía (Copacabana): Fue depurada del censo.  
	Se aceptó la denuncia. Las autoridades alegan que se produjeron muchas depuraciones debido a denuncias de irregularidades.

	19
	Ciudadano Orlando Jaime Villamizar
	Bogotá (Perpetuo Socorro): Presentó denuncia formal ante el observador porque su cédula (y las de varias personas más) no aparecían y tampoco nadie supo orientarlos.
	La observación se dirigió a la autoridad local y esta indicó que la consulta debía realizarse vía Internet.

	20
	Ciudadano Edgar Osorio Ríos
	Bogotá (Perpetuo Socorro): Presentó denuncia formal ante el observador porque las autoridades habían anunciado que los niños mayores de 11 años podían acudir a las urnas para aprender la metodología del voto pero que las autoridades no lo permitían.
	Se aceptó la denuncia, estableciendo que la norma hablaba de niños menores de 11 años y no de mayores.

	21
	Efraín Vallecilla, candidato alcaldía
	Nariño (Sta. Bárbara Iscuandé): Personas fallecidas votando, trashumancia, compra de votos.
	Se registró la denuncia.

	22
	Ciudadana Jacqueline Herrera
	Córdoba (Cotorra): Depuración irregular.
	Se registró la denuncia.

	23
	Ciudadano Clemenson Velásquez
	Córdoba (Ayapel): Falta de fuerza pública. En el recinto hay sólo 4 policías para controlar 19.000 electores, lo que facilitó la violación del libre ejercicio de la democracia.
	Se registró la denuncia.


Denuncias Post-electorales (ordenadas por denunciante)

	
	Denunciante
	Denuncia
	Seguimiento

	1
	Ciudadano Edwin Edgardo Bermúdez
	Cesar (Río de Oro): La registraduría no depuró el censo y pudieron votar ciudadanos inhabilitados.
	Se remitió a autoridades nacionales.

	2
	Manuel Márquez
	Cesar (Río de Oro): Se entregaron a la MOE - OEA fotocopias de boletas marcadas rotas.
	Se remitió a autoridades locales.

	3
	Miguel A. Murgas Núñez, Candidato a la Gobernación de La Guajira
	La Guajira: Marca de imprenta en los tarjetones para Gobernación favorecen a un candidato.
	Se le dio seguimiento con la Procuraduría, el Comité Nacional de Seguimiento Electoral, etc.

	4
	Personera Municipal 
	La Guajira (Libulla): Marca preimpresa en los Tarjetones para la Gobernación.
	Seguimiento local y ante el Comité Nacional.

	5
	Enaime E. Rodríguez Candidato alcaldía
	La Guajira (Hato Nuevo): Sr. Ortiz Duarte, Candidato ganador en la localidad está presuntamente inhabilitado.
	Recepción de la denuncia.

	6
	Orlando Riascos

Candidato
	Valle del Cauca (Cali): Exceso de gasto en la campaña electoral de Juan Carlos Abadía.
	Se presentó la denuncia ante las autoridades nacionales.

	7
	Partido Conservador
	Bogotá DC(Ciudad Bolívar): Los votos del partido conservador en la mesa 1 del puesto 25, desaparecieron.
	Envío de denuncia a autoridades nacionales.

	8
	Henry Castro Cambio Radical
	Bogotá D.C. (Ciudad Bolívar): Los votos fueron adjudicados a un candidato diferente.
	Envío de denuncia a autoridades nacionales.

	9
	Partido Liberal
	San Andrés: Irregularidades en una de las mesas, que determina resultados.
	Se conversó con Registrador departamental y municipal y con el delegado del partido liberal.

	10
	Polo Democrático
	Bolívar (Cantagallo): Depuración de cédulas. El Sr. Billy Hans Sampayo, Supernumerario de la Registraduría, en complicidad con uno de los candidatos, intimidaron y pusieron en riesgo vida de los testigos del Polo Democrático.


	Se remitió a autoridades locales.

	11
	Ciudadano Álvaro Villalba
	Meta (Castilla la Nueva – San Lorenzo): Depuración de votantes.
	Se remitió a autoridades locales y presencia directa de observadores. 

	12
	Veeduría ciudadana para el control Social de la Gestión Pública
	Atlántico (Puerto Colombia): Se observó que en los puestos de Sabinilla, Salgar, Montcarmelo, hubo votantes habilitados para votar en otras localidades que votaron en Pto. Colombia con la complicidad de los jurados.
	Se remitió a autoridades locales y presencia directa de observadores.

	13
	Mercedes Rincón. Candidata a la alcaldía
	Arauca (Arauca): Presunta compra por parte del gobierno departamental de 4.000 mercados.
	Se remitió a autoridades locales.

	14
	Colombia Viva.
	Cauca (Popayán): Equivocaciones en la revisión, conteo y registro en actas de votación.
	

	15
	MIRA
	Cundinamarca (Silvana): Llegada extemporánea de los pliegos electorales. Problemas con la comisión escrutadora.
	Se envió un observador, se evidenciaron irregularidades (no aceptaban reclamos ni solicitudes de los partidos).

	17
	Dagoberto Suárez, candidato a la gobernación
	Guaviare: El candidato a la gobernación, Oscar López Cadavid, aceptó públicamente (la denuncia posee pruebas) haber realizado compra de votos.
	Se dio seguimiento a la denuncia con la URIEL y la Procuraduría. El caso está en manos de la policía.
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� Conforme al Decreto 1465 del 30 de abril de 2007 del Ministerio de Interior y Justicia, los miembros de la Comisión de Coordinación y Seguimiento Electoral son el Ministro del Interior y de Justicia, quien la presidirá; el Ministro de Relaciones Exteriores o Viceministro; el Ministro de Defensa Nacional o Viceministro; el Ministro de Comunicaciones o Viceministro; y el Director del Departamento Administrativo de Seguridad o el Subdirector.  Como invitados permanentes, se cuentan el Procurador General de la Nación, el Fiscal General de la Nación, el Contralor General de la Nación, el Defensor del Pueblo, el Presidente del CNE, el Registrador Nacional del Estado Civil, el Presidente del Consejo Superior de la Judicatura, el Director del Programa Anticorrupción de la Presidencia, el Comandante General de las Fuerzas Militares, el Director General de la Policía, el Director Ejecutivo de la Federación Colombiana de Departamentos y el Director Ejecutivo de la Federación Colombiana de Municipios.”  A nivel departamental, la comisión es dirigida por el gobernador y a nivel municipal por el alcalde.  En general, se invita a voceros de los partidos y movimientos políticos.  


�   Declaración del Señor Procurador Edgardo Maya a Radio Santa Fe el 30 de octubre.


� La legislación colombiana permite que “grupos significativos de ciudadanos” puedan inscribir candidatos.  El porcentaje necesario de firmas para hacerlo varía de elección en elección.


� Acto Legislativo 001 del 2003 “Por el cual se adopta una reforma política constitucional y se dictan otras disposiciones”. 





� "El 10 por ciento restante estaba destinado a promover el avance de algunas poblaciones como las mujeres, los indígenas y los afro colombianos en el seno de los partidos políticos; la sentencia 089 de 1994 de la Corte Constitucional declaró inexequible esta cláusula al considerar que infringía la autonomía interna que la Constitución garantiza a los partidos.  Desde entonces, ese 10 por ciento no se reparte." (http://www.secretariasenado.gov.co/leyes/SC089_94.HTM)


� Respecto Tribunal de Garantías, vid capítulo Denuncias.


� Resolución N° 5315 de 23 de septiembre de 2003.


� Magdalena, Sucre, Córdoba, Cesar, Casanare, Chocó, Valle del Cauca, Bolívar, Atlántico, Arauca, Caquetá, Norte de Santander, Meta, Putumayo y Tolima.


� Cabe anotar la denuncia en contra de uno de los candidatos a la Gobernación en el Valle del Cauca. Vid, Capítulo X “Denuncias”.


� Artículo 265,  numeral 9.


�Son funciones del Tribunal Nacional de Garantías Electorales y de los Tribunales Secciónales de Garantías o de Vigilancia: a) Recibir y dar curso o trámite a los reclamos y quejas escritas; b) Formular recomendaciones a las autoridades administrativas y policíacas; c) Ordenar las investigaciones; d) Solicitar la destitución del empleado oficial en violación de la imparcialidad política; e) Poner en conocimiento de las autoridades judiciales competentes, las conductas constitutivas como delitos tipificados en el Código Penal; f) Dictarse su propio reglamento interno.


� Este número no coincide necesariamente con la contabilidad de los cuadros anteriores, porque en aquellos las denuncias eran contadas como únicas cuando era un solo denunciante, inclusive aunque hubiera realizado varias denuncias que incluyeran diferentes tipificaciones. En este cuadro se contabilizan de modo separado. 


�La Constitución Política, en su Art. 110 establece que “Se prohíbe a quienes desempeñan funciones públicas hacer contribución alguna a los partidos, movimientos o candidatos, o inducir a otros a que lo hagan, salvo las excepciones que establezca la ley”. En este caso, se puede entender que las empresas con contratos públicos entran dentro de este artículo y que, por lo tanto, la Constitución prohibiría a las empresas contratistas hacer aportes a los candidatos. Sin embargo, parece que está sujeto a interpretación jurídica. 





� El escrutinio se realizó en todos las localidades haciendo una comparación entre la base de datos que se generó con los datos obtenidos de la transmisión del cuenta votos y el formulario E-14 del sobre de claveros.
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